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RESUMEN

La presente investigación abordará la incidencia de las Autodefensas Unidas de Colombia
(AUC), en relación al manejo de la política exterior entre los años 1998-2006. El periodo
seleccionado obedece a dos razones; primero, la consolidación de las AUC como actor
armado paraestatal en 1997 bajo la dirección de Carlos Castaño. Este hecho impactó en las
conversaciones de paz del gobierno de Andrés Pastrana y las FARC y la implementación
del Plan Colombia, que en sus objetivos de lucha contra el narcotráfico no contemplaba
acciones explicitas contra el paramilitarismo. La segunda razón se plantea a partir de la
llegada de Álvaro Uribe Vélez a la presidencia y el ataque a las Torres Gemelas el 11 de
septiembre del 2001. Estos hechos significaron la tendencia de todos los esfuerzos de la
política exterior colombiana a centrar su línea de acción en cooperar con Estados Unidos
para eliminar la amenaza terrorista representada de manera exclusiva por las FARC.

Estos dos hechos dieron margen de acción para que las AUC tuvieran la posibilidad de
hacer un proceso de paz e influir en cargos estatales, fundamentales para las decisiones que
se tomaban en política exterior. En este sentido, este trabajo pretende analizar hasta qué
punto las AUC lograron impactar el manejo de la política exterior colombiana, o en el
mejor de los casos, (comprender y alinear) a la histórica dependencia de las relaciones
exteriores a los discursos políticos de los Estados Unidos.

Palabras clave: Autodefensas Unidas de Colombia, Política Exterior, Conflicto Armado,
Terrorismo, Paz.
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ABSTRACT

The following research will address the incidence of the United Self - Defense Groups of
Colombia (AUC), in relation to the management of foreign policy between 1998-2006. The
selected period is due to two reasons; First, the consolidation of the AUC as an armed
parastatal / para/public in 1997 under the leadership of Carlos Castaño. This fact impacted
on the peace talks between the government of Andrés Pastrana and the FARC and the
implementation of Plan Colombia, which in its anti-narcotics objectives did not
contemplate explicit actions against paramilitarism. The second reason arises from the
arrival of Álvaro Uribe Vélez to the presidency and the attack to the Twin Towers on
September 11, 2001. These facts meant the tendency of all the efforts of the Colombian
foreign policy to focus his line of to cooperate with the United States to eliminate the
terrorist threat represented exclusively by the FARC.

These two facts gave margin / scope for action for the AUC to have the possibility of
making a peace process and influencing state positions, fundamental to the decisions that
were made in foreign policy. In this sense, this paper aims to analyze the extent to which
the AUC managed to impact the management of Colombian foreign policy, or at best (to
understand and align) the historical dependence of foreign relations on the political
discourses of the U.S.

Keywords: United Self Defense of Colombia, foreign policy, peace,
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INTRODUCCIÓN
El abordaje a la historia de Colombia se ha caracterizado con el hecho que la constante de
la violencia ha permeado diferentes instancias de la vida pública, política y económica.
Desde la creación del primer grupo insurgente (Fuerzas Armadas Revolucionarias de
Colombia, ejército del pueblo, FARC-EP) hasta la actualidad, el componente militar y el
discurso orientado hacia la erradicación de todo componente al margen de la ley que
amenace a la integridad del gobierno, se han posicionado a un nivel sin precedentes en la
realidad colombiana.

La constante y crecimiento de la violencia se ve reflejada en la creación y consolidación de
grupos paramilitares, los cuales surgieron como medida preventiva ante el poder militar de
las FARC y en concordancia de intereses de terratenientes, industriales y políticos
regionales (Gómez, 2003, p. 12). Lo que comienza como una búsqueda por el poder militar
termina en el fortalecimiento económico para principios de los años ochenta y como
consecuencia inmediata, en los primeros avistamientos del conflicto armado en la esfera
política, que consistió en alianzas entre narcotraficantes y fuerzas militares.

De acuerdo a lo mencionado anteriormente, para finales de los años 80 y comienzos de los
90, se presencia la conformación de grupos de autodefensas, cada uno con intereses
7

individuales definidos de acuerdo a factores como la geografía, la debilidad del aparato
estatal en zonas rurales del país y la baja concentración de habitantes en zonas vastas del
territorio. Para comienzos de la década de los 90, se presencia el primer avistamiento de lo
que se conocen como Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), un conglomerado de
pequeñas autodefensas creadas en el territorio colombiano con la intención de competir por
el territorio controlado de las FARC para así instaurar su modelo político y económico
(Gómez, 2003, p. 15).

Dentro del estudio del paramilitarismo y las fuerzas armadas, surge una discrepancia o
discusión semántica en lo referente a la diferenciación entre lo que son autodefensas y
paramilitares. Es necesario hacer mención de esto en aras de aclarar la incidencia que
ocupan dentro del imaginario público y político; esto es la posición dentro del Gobierno
que ocupan estos dos. En el texto “Conflicto, callejón con salida”, que refleja la postura del
Programa de las Naciones Unidas para el desarrollo, los irregulares en lucha contra la
guerrilla prefieren llamarse “autodefensas”, mientras en el lenguaje ordinario es más común
llamarlos “paramilitares” (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, 2003, p.
29). En síntesis, la expresión paramilitar difiere de una fuerza militar con semejanzas a las
fuerzas estatales que comparten un grado de conexión entre ellos, mientras las autodefensas
son la materialización de protección ciudadana producto de la ausencia del Estado.

En concordancia con la creación y consolidación de las AUC, es importante destacar que el
espectro político que manejaban promovía la defensa de las instituciones del Estado,
además de ser catalogadas a sí mismas como una “Guerrilla de Derecha” (Baquero, 2014,
p. 4). Esta idea, para comienzos del siglo XXI, traía a colación el interés del Estado
colombiano por erradicar a las FARC, lo que favorecía el objetivo de las AUC por forjar
una ideología política visible para el país.

En este orden de ideas, cabe destacar la importancia de la coyuntura internacional de inicios
del siglo XXI, bajo la cual se aprecia el enfoque en materia de política exterior del país.
Con el objetivo de hacerle frente al conflicto armado interno del país, Colombia acudió a su
aliado más importante en materia de seguridad, Estados Unidos, lo que se evidencia con la
8

puesta en marcha del Plan Colombia, en aras de combatir el narcotráfico para el año 2000.
Poco tiempo después, con la caída de las Torres Gemelas el 11 de Septiembre de 2001, la
estrategia de cooperación con Estados Unidos, bajo el gobierno de Álvaro Uribe Vélez en
Colombia, se modificó para combatir al terrorismo, bajo el nombre de Seguridad
Democrática (Buitrago, 2006, p. 19), idea afín a los intereses de las AUC. Esta idea trae de
vuelta el “Respice Pollum” (mirar al norte) que se venía manejando desde finales del siglo
XX (Buitrago, 2006, p. 3).

Es pertinente analizar a su vez la conformación del gobierno colombiano, respecto a la
entidad encargada de la política exterior del país, en aras de buscar vínculos entre el
proyecto político de las AUC y el accionar del gobierno. Las declaraciones de diversos
autores, los cuales enuncian la importancia del paramilitarismo dentro de las esferas de
poder institucionales (Peña, 2005), dan cabida al estudio de la política exterior colombiana,
de la mano del fenómeno paramilitar, materializado en las AUC, que eran el grupo
paramilitar más grande de la época.

Según lo estipula Garay (2008),
“dentro de esta estrategia de dominio territorial, los narcoparamilitares encontraron la
necesidad de infiltrar el Estado a nivel local para poder influir a favor de sus propios
intereses, tanto en la destinación de recursos presupuestales y la asignación de contratos
públicos como en la aplicación de normas y leyes, especialmente por parte de jueces y
fiscales. De esta manera, lograron desempeñar un papel central en las elecciones de cargos
públicos y autoridades en el nivel regional y local” (p. 113).

Teniendo en cuenta esta premisa, surge la siguiente hipótesis: Las Autodefensas Unidas de
Colombia (AUC) influyeron en la política exterior colombiana entre los años 1998-2006,
favorecidos por factores que reforzarán el alineamiento histórico de la política exterior
colombiana: el primero, la implementación del Plan Colombia y la ruptura de paz en el
gobierno Pastrana, y segundo, la llegada de Álvaro Uribe Vélez a la presidencia de
Colombia y el ataque a las Torres Gemelas el 11 de septiembre del 2001, lo que significó la
concepción univoca de la lucha contra el terrorismo, representado en la expresión
guerrillera, en contraste con la visión de las políticas paraestatales.
9

Dada la hipótesis, se procede con la siguiente pregunta de investigación: ¿Las autodefensas
Unidas de Colombia (AUC) en los años 1998 – 2006 tuvieron alguna influencia en la
política exterior colombiana de la época? En la búsqueda de la solución de ésta, se señalan
objetivos específicos como: (i) identificar las diferencias de política exterior colombiana en
los gobiernos de Andrés Pastrana y Álvaro Uribe; (ii) comprender la relación que se dio
entre el gobierno colombiano de la época y las Autodefensas Unidas de Colombia, y (iii)
rastrear el modus operandi de las Autodefensas Unidas de Colombia en el periodo en
cuestión.

Habiendo construido una hipótesis, pregunta y objetivos, la investigación se desarrolló en
aras de analizar la importancia de las AUC como actor internacional desde tres capítulos: El
primero hace mención de la instauración del proyecto político de las AUC, de la situación
que vivía Colombia durante los periodos presidenciales de Andrés Pastrana y Álvaro Uribe
en torno al paramilitarismo y la seguridad, el lineamiento en materia de política exterior y
el momento coyuntural a escala internacional que se vivía en la época. El segundo es el
análisis de las instituciones de política exterior (su conformación y accionar durante el
periodo en cuestión), y el tercero explica las consecuencias de la desmovilización de las
AUC para su espectro político, además de la influencia de los líderes del grupo subversivo,
teniendo en cuenta la coyuntura internacional.

10
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CAPÍTULO I
1. POLÍTICA EXTERIOR COLOMBIANA (1998-2006): ARTICULACIÓN
ESTRATÉGICA Y DETERMINISMO HEGEMÓNICO
El propósito de este apartado consiste en identificar el perfil de la política exterior
colombiana durante el periodo comprendido entre el año 1998 al 2006, con relación a las
acciones más relevantes como son trayectorias, principales alianzas, cooperaciones y
limitaciones, enmarcadas dentro de un contexto global y nacional y con las particularidades
que presentaba el sistema político del país en relación con el conflicto armado: en el caso
específico de este trabajo, el fracaso del proceso de paz con las Farc (Gobierno de Andrés
Pastrana), y el fortalecimiento de la interlocución política de las AUC, como expresión más
relevante del paramilitarismo en Colombia (Gobierno de Álvaro Uribe Vélez).
1.1 Mandato de Andrés Pastrana Arango (1998 – 2002)
El año 1998, el periodo presidencial de Andrés Pastrana, se caracterizó por una época
donde se fortalecen las relaciones que se tenían con Estados Unidos, atañendo el conflicto
interno de narcotráfico con la intervención del país del norte. Es así como la estrategia de
inserción en el contexto internacional identifica la expansión del sector privado de su aliado
con Norteamérica por las preferencias que se tenían en la lucha contra las drogas, volviendo
a activar una relación clásica de plan de gobierno con la política exterior. Como menciona
Palomeque (2005), las relaciones exteriores de un país, así como el manejo político y
económico a nivel interno, están condicionadas por tratados y acuerdos multinacionales que
los gobiernos van consolidando según las conveniencias de las condiciones políticas.

Años atrás, Colombia venía conservando una actitud de dependencia frente a los Estados
Unidos, el cual actúa como el centro del poder por su posición hegemónica a nivel
financiero y comercial, así que las pretensiones del gobierno colombiano se enfocaban en
mejorar sus condiciones económicas y de subdesarrollo, recibiendo beneficios de Estados
Unidos. Según González (2004), el enfoque de política exterior del gobierno Pastrana no
era novedoso, pues este respondía a las tendencias históricas en el manejo de la política
exterior. Al remitirse hacia finales del siglo XVIII y principios del siglo XIX, se observa
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que Colombia adoptó una política de subordinación hacia los Estados Unidos para
conseguir estabilidad en el ámbito internacional:

La firma de acuerdos para favorecer el comercio, las finanzas y el manejo monetario y
cambiario. A cambio de esto, por disposición del gobierno estadounidense, el gobierno
colombiano debió orientar sus acciones a favor de la inversión extranjera, la creación de un
banco central y el manejo de la moneda interna y las divisas ligadas a la fluctuación de la
moneda norteamericana. A su vez se reguló la industria, el mercado de hidrocarburos y
cafetero a la demanda del mercado de los Estados Unidos (p. 264).

Pastrana heredó de su antecesor, Ernesto Samper, una crisis interna, definida por Cepeda
(2002) como una situación delicada de orden público por la presencia de drogas ilícitas y su
vinculación con la guerrilla y los paramilitares, así como la capacidad corruptora de las
instituciones, la violación de los derechos humanos, el desplazamiento interno de la
población, la corrupción y el deterioro de la economía. Debido a la presencia de estos
problemas, encontrados por el gobierno Pastrana, se hizo inminente establecer cambios a la
política exterior colombiana, incluyendo nuevos componentes que no se habían tenido en
cuenta en las relaciones internacionales anteriormente. El canciller Guillermo Fernández de
Soto (2004), menciona que se incluyó como novedades en la política internacional, “el
conocimiento y desarrollo tecnológico, el intercambio en redes de la información, apertura
de los sistemas políticos y la expansión de las libertades fundamentales” (p. 18). De esta
manera, los componentes básicos de las relaciones exteriores durante el gobierno Pastrana,
fueron los siguientes:


El gobierno reconoce el carácter político y el origen social a la confrontación
armada, así como los problemas de la tierra y la situación de la población rural
permitieron la siembra de cultivos ilícitos y la aparición de grupos paramilitares
para vigilar dichos cultivos. Según Fernández de Soto (2004), “el surgimiento del
narcotráfico trascendió las fronteras, contaminando la vida política, económica y
social, sirviendo de apoyo a la guerrilla y el paramilitarismo, afectando las
relaciones con la comunidad internacional” (p. 68).



Percepción equívoca a nivel internacional del carácter de la guerrilla al considerar
que buscan defender los intereses de las clases sociales menos favorecidas.
13



Representación del sector privado y la sociedad civil en el contexto internacional
con la ampliación de los vínculos internacionales.

Para Fernández de Soto (2004), el principal objetivo de la política internacional del
gobierno Pastrana consistió en restablecer la credibilidad y la imagen del país en la
comunidad internacional. Para este efecto, se consideró necesaria la reconstrucción de las
relaciones con los Estados Unidos, por lo tanto se acudió a la Casa Blanca, para buscar un
respaldo político, asistencia técnica y cooperación financiera.

Lo anterior llevó a una alianza y dependencia más profunda por parte de Colombia con
Estados Unidos, aunque, según Chomsky (2000), esta ayuda estaba orientada únicamente a
la eliminación de cultivos ilícitos y el apoyo militar y, por su parte, lo aportado en el
presupuesto nacional era superior a lo destinado por la cooperación; sin embargo, no estaba
orientado a cubrir políticas de desarrollo social y económico en zonas afectadas por el
conflicto armado:
El Plan adopta la postura estadounidense frente al fenómeno del narcotráfico y toma opción
preferente por combatir la oferta y en particular los cultivos de uso ilícito, haciendo
abstracción del carácter global y las responsabilidades internacionales, invisibilizando a
nivel interno las responsabilidades de la clase política y económica tradicional en su
desarrollo. (Romero, 2002. p. 85)

Al poner en consideración la importancia de normalizar y reconstruir las relaciones con los
Estados Unidos, se planteó como política de Estado una alianza política, económica y
comercial. Para fortalecer esta relación, se programó la visita del Presidente Pastrana a
Washington del 27 al 30 de octubre de 1998 con una amplia agenda de trabajo, donde se
trataron temas fundamentales como el problema de las drogas, los precursores químicos, el
tráfico de armas, la erradicación de cultivos, el control de lavado de activos y el
fortalecimiento de la justicia. Tras esta reunión, se logró que el Presidente Clinton apoyara
el proyecto denominado “Diplomacia por la paz”, a pesar de la oposición de los
congresistas estadounidenses que tenían prevenciones en relación al manejo que se le venía
dando al control del narcotráfico, la negociación con los grupos guerrilleros y la situación
de Derechos Humanos en Colombia. El apoyo incluyó el fortalecimiento de las fuerzas
14

militares colombianas, lo cual se puede comprobar por el crecimiento bélico durante este
periodo (Fernández de Soto, 2004, p. 215).

Vale destacar que el apoyo de Clinton al gobierno colombiano fue continuado por el
Presidente Bush, quien impulsó la aprobación en el Congreso de Cooperación Económica a
la denominada Iniciativa Andina contra las Drogas (problema principal que afrontaba los
Estados unidos y la región hasta el atentado del 11 de septiembre de 2001). Lo anterior dio
lugar al terrorismo como la amenaza principal y cambió el enfoque de seguridad
internacional, catalogando grupos como terroristas en los cuales el “departamento de
Estado muestra a las FARC y a las AUC como grupos terroristas” (Cardona, 2001, p. 55).

En pocas palabras, el gobierno de Andrés Pastrana (1998-2002) en Colombia se identifica
por tres grandes rasgos: Primero, una serie de estrategias para poder cambiar la deteriorada
imagen que el país tenía; segundo, resolver el conflicto interno del país, con el grupo al
margen de la ley (FARC) mediante la diplomacia por la paz, encasillada a la resolución del
conflicto mediante discursos y tratados, soportados por la intervención y ayuda extranjera,
y finalmente, el fortalecimiento interno militar, mediante la cooperación con Estados
Unidos para enfrentar el problema de seguridad que vivía el país.

Llama la atención que el país enfrentaría otro problema a nivel de conflicto interno como lo
eran las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), las cuales no fueron mostradas a nivel
internacional como un grupo que amenazara la estabilidad del país o que su catalogación
como un grupo terrorista no fuera de gran importancia como la de otros grupos al margen
de la ley.
A su vez es de resaltar que “desde la perspectiva colombiana, la influencia y los recursos
estadunidenses le han servido al sector dominante de las elites colombianas para respaldar y
consolidar un proyecto político tanto internamente como internacionalmente” (Rojas, 2009,
p.123). Llama la atención que un país y una política sea tan enfocada a un grupo subversivo
y a un solo problema, sabiendo que el país atravesaba por otras preocupaciones. Tal vez las
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FARC generaban más impacto y posibilidades de financiación a través del plan Colombia,
para así desarrollar su proyecto político.

El dialogo y la vía pacífica, fueron las principales estrategias utilizadas en el periodo de
Pastrana para la resolución del conflicto con el grupo al margen de la ley: Fuerzas Armadas
Revolucionaras de Colombia (FARC). A este proceso se le llamó “Diplomacia por la Paz”,
el cual fracasó por falta de voluntad y compromiso de la clase política y del grupo
subversivo (Bermúdez, 2010, p. 220). Por un lado, el leve compromiso político se
evidencio en la falta de cooperación entre las alcaldías municipales y el gobierno central;
debido a ello, no se dio un desarrollo óptimo de estrategias que permitieran la resolución
del conflicto a través del dialogo. La falta de voluntad del grupo subversivo se reflejó
cuando la coyuntura del momento les permitió crecer militar y estratégicamente, por lo
tanto el dialogo como estrategia para la resolución de conflictos no era preciso para el
momento.

Es así como las FARC se convirtieron en el principal foco de atención política del país y
grupos insurgentes como las AUC tuvieron poca o nula visibilidad en la política interna del
país; por ende, no se reflejó tal interés a nivel internacional. No obstante, es necesario
investigar cómo las AUC se transforman de una expresión armada a un proyecto político, el
cual se convierte en un actor predominante con poca o nula visibilidad interna y externa en
el país, pero como un ideal de modificar e interactuar en la política interna y externa del
país.
1.2 Mandato de Álvaro Uribe Vélez (2002 – 2006)

En el año 2002, fue elegido por mayoría absoluta el presidente Álvaro Uribe Vélez en un
momento oportuno para acceder a este cargo político, pues el ex mandatario Pastrana no
logró resultados positivos con su proyecto de la solución pacífica y negociada al conflicto,
lo cual generó incertidumbre para el país. Tal momento coyuntural lo aprovechó la
campaña del candidato Álvaro Uribe Vélez, que consistió en mantener una posición firme
contra la insurgencia; tan pronto subió al poder se propuso iniciar una campaña para
modificar la Constitución Nacional. Dicha modificación tenía como objetivo permitir la
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reelección en el cargo, por lo cual pudo postularse nuevamente como candidato, para poder
lograr así la continuidad de sus proyectos y poder posicionar con mayor rigor su política de
Seguridad Democrática y Confianza Inversionista (Tickner, 2007).

Álvaro Uribe fue reelegido en el año 2006 con mayoría de votos con una continuidad en su
programa de gobierno anterior. Tras su elección, Uribe utiliza estratégicamente la
catalogación del grupo subversivo de las FARC como un grupo terrorista (Cardona, 2001,
p. 55), dándole al conflicto colombiano el estatus de guerra interna contra narcoterroristas.
Esto le permitió que Estados Unidos otorgara a Colombia un tratamiento privilegiado y le
brindara mayor financiación para continuar esta lucha. Así mismo se permitió, aunque de
manera indirecta, incrementar la intervención de los Estados Unidos en el conflicto,
generando una imagen sobre la guerrilla como una amenaza para los intereses de la Casa
Blanca.

La política exterior del gobierno del presidente Álvaro Uribe se fundamentó en la necesidad
de afrontar un compromiso y apoyo de la comunidad internacional, con el fin de derrotar el
terrorismo. Para Tickner (2007), Colombia es un ejemplo de intervención por invitación en
América Latina donde el gobierno ha hecho esfuerzos y modificaciones en su política para
tener una injerencia de Estados Unidos (p. 92), soportando esta injerencia por la violencia
e inseguridad que pasaba el país, mostrando así una imagen internacional débil con una
única solución proveniente de Estados Unidos.

Debido a lo anterior, Uribe denominó al grupo subversivo como terrorista (junto a otras
acciones delictivas como el narcotráfico), ya que este afectaba directamente el desarrollo
social y económico, la población civil, las instituciones y el Estado de derecho. Estas
circunstancias, le permitieron a el presidente buscar el apoyo de la comunidad internacional
y conseguir una integración internacional alrededor de la lucha contra el narcotráfico y los
delitos relacionados, con esto se obtuvo la solidaridad de ciertos países

para poder

combatir este problema (Mompotes, 2003).

17

Como lo expresa Palomeque (2005), se puede observar que el gobierno de Uribe centró la
agenda de la política exterior colombiana en los Estados Unidos, retomando el estilo
tradicional donde se da prioridad a los tratados bilaterales sobre los regionales, existiendo
nuevamente una relación de subordinación, donde el presidente se convirtió en un vocero
oficial de los intereses norteamericanos. A su vez, el Presidente Uribe adopta su política de
Seguridad Democrática ante la comunidad internacional, específicamente hacia los Estados
Unidos, con el fin de conseguir recursos para el Plan Colombia Fase II.

La tendencia del gobierno del Presidente Uribe fue de internacionalización del conflicto
con los grupos guerrilleros. Según Del Viso (2005), el objetivo principal fue una cobertura
de seguridad, donde la solución fue una guerra frontal respaldada por Estados Unidos,
diseñando así su slogan de campaña, el cual fue “mano dura y corazón grande” para
demostrar que el factor principal sería la confrontación directa contra los grupos
guerrilleros, utilizando una intervención directa de ser necesaria.

Según Hartlyn (2004), a pesar de que el Presidente Álvaro Uribe contaba con el apoyo de la
sociedad que le reconocía su habilidad para fortalecer el Estado y la integración nacional,
existía un temor generalizado por el uso desenfrenado del poder. “Para el caso colombiano
nos podemos enfrentar a un control de abusos potenciales al prohibir la reelección e incluso
al haber hecho maniobras obstruccionistas, controles judiciales, esquemas federalistas e
incluso otorgando a las fuerzas armadas un poder moderado constitucional” (p. 30).

Como lo afirma Gómez Maseri (2004), Uribe logró que el gobierno americano ampliara el
Plan Colombia por un periodo adicional de cuatro años y el presidente Bush consiguió que
el Congreso aprobara aumentar el número de militares estadounidenses presentes en
Colombia. Por lo tanto, la estrategia de internacionalización militar proyectada por Uribe,
consiguió su cometido y el Plan Colombia se convirtió en Plan Patriota, con énfasis en la
lucha contra las drogas y una campaña antiterrorista para atacar al grupo guerrillero de las
FARC.
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En los dos periodos presidenciales, se evidencia la intervención que generó Estados Unidos
en el país para combatir un problema interno que se mostró como amenaza externa. Para
ello se enfocó únicamente en el grupo de las FARC, primero como actor político, con el
cual se podían llegar a acuerdos políticos y diálogos y finalmente como grupo terrorista;
para ello las FARC eran el principal problema del país.
Según Garay “En un nivel sofisticado y complejo de Captura del Estado, como lo es la
Reconfiguración Cooptada del Estado, no sólo se persigue beneficio económico sostenido,
sino que en dicha etapa el cooptador puede pretender que el beneficio esté acompañado de
poder político, impunidad legal y legitimidad social.”(p.84) Las AUC lograron consolidarse
como proyecto político y generar la aceptación social de su existencia, como ejemplo de
ello se evidencia en el texto de Rodríguez “Los ganaderos en Córdoba justificaron las
autodefensas como una reacción natural ante la ausencia del Estado” (citado en Cepeda y
Rojas, 2008.p.69), estos vacíos estatales, los constantes ataques a la propiedad privada y el
apoyo de las elites regionales, lograron convertir la imagen de actores armados a actores
políticos, es tanto así que llegan a tener incidencia y relación directa con personas del
ámbito político.
Es por esto que “en Santa fe de Ralito, el 23 de julio de 2001, se reunieron 32 líderes
políticos y sociales (11 congresistas, 2 gobernadores, 3 alcaldes, concejales y funcionarios
públicos) con los jefes paramilitares (Mancuso, “Don Berna” y “Jorge 40”) y firmaron un
acuerdo que se propuso refundar la patria” (Rodríguez, 2009. P. 104). Esto demuestra cómo
lograron adentrarse en la política colombiana, relacionarse con actores políticos, ser
aceptados en la sociedad, aún con la catalogación de grupo terrorista.

1.3 Autodefensas Unidas de Colombia: del proyecto contrainsurgente al horizonte
político
Este apartado se construye bajo la premisa que las AUC ocuparon un espacio relevante
dentro de la formulación de la política exterior colombiana, en cuanto éstas, durante su
existencia, se convirtieron en una de las organizaciones contrainsurgentes más importantes,
respecto al poderío militar y las víctimas que ésta dejó. Sin embargo, a pesar de la magnitud
de este grupo, se tuvo en cuenta por las instituciones estatales como un mal menor, a
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diferencia de las Farc (Wilches, 2011, p. 24). Para el abordaje de este tema se tendrá en
cuenta la coyuntura que da cabida a la existencia, en términos políticos, de las AUC, donde
se destaque el nivel de importancia por parte del Estado, a comparación de las FARC.

Dentro del estudio del Paramilitarismo y las Fuerzas Armadas, surge una discrepancia o
discusión semántica en lo referente a la diferenciación entre lo que es Autodefensas y
Paramilitares. Es importante hacer esta mención en aras de aclarar la incidencia de estos
grupos dentro del imaginario público y político; esto es la posición que ocupan las
Autodefensas y los Paramilitares dentro del Gobierno. En el informe del Programa de las
Naciones Unidas para el Desarrollo “Conflicto, callejón con salida” (2003), menciona que
los irregulares en lucha contra la guerrilla prefieren llamarse “Autodefensas”, mientras en
el lenguaje ordinario es más común llamarlos “Paramilitares”. En síntesis, la diferencia
entre los términos Autodefensas y Paramilitares radica en que las Autodefensas representan
un grupo de autoprotección ciudadana surgido a raíz de la ausencia del Estado y los
Paramilitares representan una organización particular de combate con un entrenamiento
similar al ejército, pero que no forman parte de las Fuerzas Armadas del país.

Al revisar la historia de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) se deben destacar
tres elementos que resaltan dentro del modelo paramilitar y la evolución respectiva, como
son: El narcotráfico, los grupos de poder regionales y los militares. Respecto al narcotráfico
y de acuerdo con Huhle (2001), el papel de los narcotraficantes no se reduce meramente a
actores intelectuales establecidos, llámense Pablo Escobar o los hermanos Gacha, sino un
complejo sistema económico, social y político que logra incidir en diferentes etapas de la
sociedad colombiana (p. 3).

Se toma en cuenta a su vez a los grupos de poder regionales en cuanto las disputas por el
poder se evidencian mayoritariamente en las zonas rurales, donde existen terratenientes o
personas con alto poder adquisitivo y grupos capaces de armarse con tal de proteger sus
intereses. Además de ello, se encuentran las FARC, un grupo guerrillero que amenazaba la
seguridad de zonas como Caldas y parte del Huila, como ejemplos de las disputas por el
poder local o el empoderamiento de terratenientes se demuestran en la alianza Muerte a
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Secuestradores (MAS), la cual pretendía hacer frente a los criminales que encontraban un
negocio fructífero en el secuestro de mafiosos (Molano, 2006).

Además de lo evidenciado anteriormente, los militares juegan un rol importante desde la
década de los 50, época denominada como “La Violencia”; donde se constataba la
necesidad de acabar con aquellos grupos llamados “comunistas”, dada la amenaza soviética
en América Latina por medio de la cooperación militar con Estados Unidos (Prieto, 2013,
p.13). Las alianzas pactadas entre grupos de poder locales junto a las Fuerzas Armadas, en
aras de combatir a la guerrilla, generan la conformación de grupos paramilitares, como en
el caso del Magdalena Medio donde surgieron las AUC, grupo considerado el más icónico
relacionado con el fenómeno del Paramilitarismo. Como lo afirma Gómez (2003), la
constante y crecimiento de la violencia se ve reflejada en la creación y consolidación de
agrupaciones tales como los grupos paramilitares, las cuales surgieron como medida
preventiva ante la creciente proliferación del poder militar del grupo guerrillero de las
FARC y en concordancia de intereses de terratenientes, industriales y políticos regionales.

Un caso para analizar dentro del estudio del paramilitarismo es el narcotráfico y la
influencia en las dinámicas paraestatales. Según Zelik (2014), el caso del narcotráfico no se
debe tomar como un caso aislado, dado que los grupos al margen de la ley financian sus
operaciones con recursos ilegales (p. 256), además, lo que comenzó como una búsqueda
por el poder militar termina en el fortalecimiento económico de los grupos armados a
principios de los años ochenta y como consecuencia inmediata, en los primeros
avistamientos del conflicto armado en la esfera política, que consistió en alianzas entre
narcotraficantes y fuerzas militares; caso ejemplar es el del grupo MAS, además de los
asesinatos sistemáticos de miembros de la Unión Patriótica (UP).

En relación a lo mencionado anteriormente, a finales de los años 80 y comienzos de los 90,
se conforman grupos de autodefensas, cada uno con intereses individuales definidos de
acuerdo a factores como la geografía, la debilidad del aparato estatal en zonas rurales del
país y la baja concentración de habitantes en zonas vastas de territorio. Al respecto, Gómez
(2003) afirma que a comienzos de la década de los 90 se observa el surgimiento de lo que
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actualmente se conoce como AUC, un aglomerado de pequeños grupos de autodefensas
creadas en el territorio colombiano con la intención de competir por el territorio controlado
de las FARC para así instaurar su modelo político y económico (es importante mencionar
que las AUC constituyeron la mayor organización paramilitar en el Estado colombiano).
Desde el propio surgimiento de las AUC, se aprecia que las dinámicas de guerra tuvieron
acogida, en cuanto:
Estos grupos atomizados1 se reunieron bajo la bandera de las AUC, con el propósito de
presentarse como una organización con un mando unificado, un plan nacional, una
coordinación multiregional de las acciones y una agenda con pretensiones programáticas,
todo con miras a lograr un espacio en la negociación con el Estado y un estatus que
garantizará, a futuro, su reconocimiento como actor político (Cubides, 2008).

Es necesario destacar la importancia del líder máximo de las AUC, Carlos Castaño durante
el apogeo de este grupo subversivo. Para el año 2000, Carlos Castaño hace su primera
aparición en la televisión donde pide participación en proceso de paz y amnistía, además de
diseminar un discurso contra-insurgente y planear una estrategia en contra de la guerrilla
(Ortiz, 2006, p.138). Además, para el año 2002, Castaño renuncia a la parte militar de las
AUC para proclamarse el estandarte político de éste grupo, asumiendo el rol de la dirección
política (Ortiz, 2006, p. 139).

Fue para el año 2001 y comienzos del 2002, con la campaña presidencial de Álvaro Uribe,
que se otorga importancia en términos políticos a las AUC, en cuanto el candidato
presidencial propone la negociación con grupos al margen de la ley, fueran guerrilleros o
autodefensas, con el fin último del cese de hostilidades. Dicho proceso de negociación
inició a finales del año 2002 cuando las AUC declararon el cese de hostilidades (Reyes,
2012, p.20); sin embargo, el aparato de control no se tuvo en cuenta.

Fue para el año 2003 que se diseñó un acercamiento con grupos paramilitares y las AUC,
con el Acuerdo de Santafé de Ralito, un acuerdo que propendía por el cese completo de
hostilidades, secuestros y cortar los nexos con el narcotráfico, motivo por el cual en el
1

Autodefensas campesinas localizadas en Córdoba, Urabá, el Magdalena medio y los llanos orientales
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2004, se dispuso de una zona de distensión en Tierralta, Córdoba (Del Viso, 2005). Sin
embargo, dichos acuerdos solo contarían con el apoyo de la comunidad internacional si se
ofrecía un marco pleno que asegurara la efectiva protección y reparación a las víctimas
(Lopez, 2013).

Para García (2005), el proyecto referido por las AUC dentro de Colombia da cabida a
entender que las pretensiones, más allá de asegurar poder económico, estaba dirigido hacia
la formulación de una política dentro de la cual entra la política exterior. Sin embargo, por
un lado, existe una acepción en la cual el discurso anti-guerrillero resulta reforzado por el
paramilitarismo, dado especialmente tras los sucesos del Caguán ocurridos en el periodo
presidencial de Andrés Pastrana y que los paramilitares no son más que simples
expresiones del narcotráfico, pero que siguen existiendo profundos lazos entre los dos
fenómenos.

Para enunciar apropiadamente el fenómeno de las AUC como actor político, se debe hacer
referencia a la capacidad de este grupo para arreglar elecciones de senadores y congresistas
en las zonas controladas por ellos. Sectores como el departamento de Córdoba y Sucre eran
blancos de propaganda política, como una estrategia encaminada a participar en asuntos
políticos. Según Acemoglu & Robinson (2012),

las AUC arreglaron quienes serían

elegidos para senadores y congresistas, para el año 2002 en departamentos como Córdoba,
Sucre, Magdalena y Cesar (p.420).

El horizonte político propiciado por las AUC se empieza a evidenciar bajo el mandato de
Salvatore Mancuso, en cuanto él propone la inserción de políticos tradicionales en la
estructura paramilitar, como es el caso de Miguel Alfonso de la Espriella en el
departamento de Córdoba (Caicedo, 2009, p. 27). Dicha estrategia corresponde al poder
militar y violación sistemática al Derecho Internacional Humanitario en el departamento en
cuestión, demostrando la débil estructura del Estado en esa región.

Con relación a la idea de las AUC como actor relevante para caracterizar la ausencia del
Estado, Torres (2015), argumenta que los grupos paramilitares lograron suplantar al Estado
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en varias regiones del país y sobre todo durante la década que precedió a su
desmovilización, terminaron instrumentalizando a varios de los sectores legales e ilegales
que antes los utilizaban” (p. 61). Considera además que “se percibe la capacidad de las
AUC para influir en política pública desde la “Agenda de 11 puntos”, que incluía
propuestas de reformas agraria, económica, judicial y política similares a las hechas por las
guerrillas (p. 67).

La relación de este grupo al margen de la ley y la política exterior colombiana se aprecia
desde la perspectiva de los Derechos Humanos, en cuanto a que Colombia forma parte de la
mayoría de tratados internacionales importantes relacionados con los Derechos Humanos,
además del estatus de constitucionalidad con el que cuenta el Estado en pro de la defensa de
tales derechos. Sin embargo, para Borda (2012), todavía se evidencia el incumplimiento o
la omisión de la responsabilidad estatal frente a un número importante de violaciones a los
Derechos Humanos, muchas de ellas protagonizadas por las AUC. Un ejemplo de cómo se
conecta la presencia de las AUC con la política exterior es la Ley de Justicia y Paz (ley 975
de 2005), con la que se esperaba la desmovilización de grupos paramilitares y la efectiva
justicia y reparación.

En este apartado, es importante destacar el papel que jugaron las AUC en la consolidación
de un marco político, cuyas aspiraciones van ligadas a la estrecha relación de ellas a las
élites colombianas. El hecho que la maquinaria militar se desprendiera de la delincuencia
común para convertirse en una organización con un discurso político, da a entender el
interés de las AUC por incidir en la formulación de la política exterior, lo cual significaba
que a pesar de ser etiquetados como terroristas, pudiera comprenderse su discurso de lucha
y servicio al país (Bolívar, 2005, p. 25).

1.4 El 11/S, una estrategia de la política exterior norteamericana contra el terrorismo
Otro de los apartados que se deben analizar en el presente capítulo es el caso del ataque
terrorista propiciado por el grupo extremista Al-Qaeda a las Torres Gemelas, en la ciudad
de New York, a su vez se destaca la manera en la que Estados Unidos logró convertir el
terrorismo en una estrategia de política exterior, teniendo en cuenta la cooperación conjunta
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con varios países de la región para acabar con las células terroristas

2

que allí operaban.

Para el desarrollo de esta sección, se abordarán tres puntos: (i) concepto de terrorismo y
como éste resurgió con el 9/11; (ii) por qué no se incluyeron estrategias contraterroristas, y
(iii) qué beneficios brindó el ataque del 9/11 a las AUC.

En este sentido, para abordar el tema del terrorismo es necesario remontarse hacia el pasado
y hacer énfasis en la palabra (terrorisme), la cual hizo su aparición en Francia en el siglo
XVIII, y como lo describen Martínez y Villalba (2013), fue usada por el filósofo británico
Edmund Burke para definir el reinado de terror dirigido por Maximilian Robespierre
(p.166). Sin embargo hoy en día la palabra terrorismo se utiliza para hacer referencia a un
sinfín de actos violentos y de fenómenos delictivos que acontecen a diario.

Por su parte, Llobet (2015), afirma que la opinión pública y los medios de comunicación
presentan como terroristas realidades muy distintas, pero las estadísticas demuestran que el
terrorismo comparado con otros fenómenos como los homicidios y los suicidios, ocasionan
un número relativamente reducido de víctimas (p.228). Asimismo, se aprecia que, en las
formas de actuación terrorista, la mayoría de atentados provocan un alto grado de
destrucción y víctimas. Sin embargo, es importante mencionar el hecho de que la mayoría
de estos atentados ya han sido planeados con antelación bajo las más estrictas medidas de
seguridad para así asegurar el éxito (p. 6). Bajo esta premisa, Calduch (2001) define al
terrorismo como:

Una estrategia de relación política basada en el uso de la violencia y de las amenazas de
violencia por un grupo organizado, con objeto de incidir un sentimiento de terror o
inseguridad extrema en una colectividad humana no beligerante y facilitar así el logro de sus
demandas (p. 13).

Cabe destacar que el terrorismo no constituye cualquier forma de relación violenta, sino
que es una relación estrictamente política, en la cual lo que buscan los grupos terroristas, no
solo es planificar sus acciones, sino también generar reacciones a los actores restantes que

2

Terroristas que no están atados a un país en específico, sino que hallaron nuevos móviles en los ataques
masivos fuera de las fronteras.
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participan de esta misma relación, como lo son las víctimas, los cuerpos de seguridad, la
política, los medios de comunicación, etc.

Ahora bien, después de analizar el fenómeno del terrorismo y su definición conceptual,
también es importante destacar su contraparte y de cómo diversos países, impulsados
principalmente por los Estados Unidos, han optado por instaurar políticas antiterroristas
para combatirlo, razón por la cual Calduch (2001) habla de dos doctrinas. En primer lugar,
aborda la doctrina anglosajona3, la cual interpreta al terrorismo como una forma específica
de guerra de baja intensidad (low intensity war). Asimismo, la segunda doctrina es la que
sustentan los países europeos como Francia, España, Alemania, Italia, Bélgica, etc., los
cuales ven al terrorismo como una forma de delincuencia organizada, caracterizada por su
naturaleza política y un umbral de violencia sustancialmente distinto del que impera en los
conflictos armados (p. 24-25).

1.5 El 9-11 y la Doctrina de Seguridad Nacional de los Estados Unidos
El suceso ocurrido el 11 de septiembre se puede catalogar como un acto terrorista
internacional, en el cual el mundo vio impotente los efectos trágicos que dejó el ataque
contra la primera potencia mundial ya que, debido a la crueldad del ataque y los objetivos
elegidos, se generó en la sociedad sentimientos de ira contra el terrorismo internacional en
un día donde aproximadamente 3.047 personas perdieron sus vidas. Mojica (2011), sostiene
que el atentado del 11 de septiembre fue el comienzo de una lucha a escala global en contra
de toda organización denominada como terrorista.

Sin embargo, es importante recalcar lo mencionado por Bermejo (2001), quien considera
que los ataques generaron un punto de inflexión en la lucha contra el terrorismo, ya que se
consideraron un ataque contra la humanidad, la democracia y los valores sobre los que se
apoyan las Naciones Unidas, pues cualquier acto de terrorismo internacional constituye una
amenaza a la paz y la seguridad (p. 195).

3

Se denomina anglosajona por ser Estados Unidos y el Reino Unido sus principales impulsores.
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Vale la pena destacar que, con el ataque perpetrado por Al-Qaeda, se pudo evidenciar la
fragilidad del país en temas de Seguridad Nacional, razón por la cual el gobierno
norteamericano aumento su presupuesto para la defensa y la seguridad del país. Se debe
recordar que en el pasado los Estados Unidos han sido objeto de constantes ataques por
parte de grupos terroristas, por lo que ha sido necesario destinar gran parte del presupuesto
nacional para el fortalecimiento militar y la seguridad del país.

Ahora bien, es importante mencionar que tras los atentados del 11 de septiembre, la
concepción del enemigo a combatir cambió y se privatizó; la lucha ahora es entre Estados
Unidos y los grupos terroristas extremistas, razón por la cual el país ha reforzado aún más
sus medidas de seguridad, principalmente en los aeropuertos, restringiendo los derechos
civiles a los musulmanes a quienes ha catalogado de ser terroristas4.

Sin embargo, a pesar de las medidas de seguridad adoptadas dentro del país, se evidencia la
reacción que tuvo Estados Unidos fuera de sus fronteras, el cual, como lo sustenta Del
Valle (2011), además de propiciar ataques contra los Estados de Afganistán, Iraq e Irán, fue
clave en las revoluciones presentadas en Egipto, Libia y Siria (p.154). Además, lo
mencionado anteriormente da pie a las medidas que tomó los Estados Unidos respecto a
Colombia, el cual destinó parte del presupuesto para la ejecución del Plan Colombia,
impuesto por el presidente Andrés Pastrana, para el fortalecimiento de las fuerzas militares
y la erradicación de los cultivos ilícitos, principal fuente financiera de grupos terroristas
como la guerrilla de las FARC y el ELN.

1.6 Las AUC y el oportunismo político
Con el fracaso y finalización del proceso de paz del presidente Andrés Pastrana y las
FARC, se da inició a las elecciones presidenciales del 2002, donde el candidato Álvaro
Uribe sale victorioso ante los resultados conseguidos en las urnas electorales. Según Cruz
(2009) la elección de Álvaro Uribe Vélez para presidente con 5´862.655 votos en la

4

Según registros de organizaciones ha habido un proceso a gran escala en donde más de 3.000 personas han
sido encarceladas injustamente, acusadas de ser terroristas.
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primera vuelta, fue una respuesta al fracaso de la política de Andrés Pastrana de negociar
con grupos alzados en armas, especialmente con la guerrilla de las FARC (p. 105).

Para Fisas (2010) la coyuntura cambió radicalmente, y el nuevo presidente llega al poder
con un programa de “Seguridad Democrática”, basado en la recuperación del espacio
público y el combate militar contra las guerrillas, logrando el apoyo financiero de los
Estados Unidos al Plan Colombia (p. 7).

Según Mojica (2011), entre el 2001 - 2002, el presidente colombiano Álvaro Uribe Vélez
logró que se calificaran a los grupos guerrilleros de las FARC y el ELN como células
terroristas en potencia, apareciendo así en la lista negra del Departamento de Estado
norteamericano y en la lista de la Unión Europea como grupos terroristas5 (p. 298). Lo
anterior evidencia cómo los Estados Unidos vieron en el ataque del 9/11 una estrategia de
lucha contra el terrorismo internacional, razón por la cual su gobierno a partir de ese
momento, ha venido haciendo un llamado a varios países del mundo para luchar
conjuntamente en contra de grupos como Al Qaeda, Estado Islámico y las guerrillas
colombianas de las FARC y el ELN, para lo cual han destinado ayudas económicas con el
fin hacerle frente a esta crisis terrorista. Según Renán Vega:
Para George Tenet6, la amenaza terrorista va más allá de los extremistas islámicos y del
mundo musulmán, quien además afirma que las Fuerzas Armadas Revolucionarias de
Colombia son una seria amenaza a los intereses de Estados Unidos en América Latina
porque nos asocian a nosotros con el gobierno con el cual luchan (p.39).

De acuerdo con lo anterior, es importante resaltar que las FARC siempre tuvieron un
espacio claro en la agenda del Estado colombiano en conjunto con los Estados Unidos, sin
embargo, aunque las AUC también fueron catalogadas por el gobierno norteamericano
como un grupo terrorista, las gestiones del presidente Uribe, lograron que fueran
procesados como narcotraficantes. En este sentido, Rivas y Rey (2008) sostienen que el
fenómeno paramilitar finalmente se desbordó, y organizó un proyecto político que le

5

Las FARC y el ELN estaban en la lista desde 1998, y las AUC fueron agregadas a principios de septiembre
del 2001.
6
Exdirector de la CIA
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permitió negociar con el gobierno lo que termino por disolverse formalmente y entregar las
armas en abril del 2006 (p. 51).

En relación a esta afirmación se puede apreciar a las AUC desde la perspectiva del
gobierno colombiano como un mal menor, pues no tuvieron enfrentamiento directo con el
Estado, pero sí ayudaron bastante en la lucha contrainsurgente, ya que el paramilitarismo
debilitaba a la guerrilla y hacían en batalla lo que no podían hacer por falta de medios o
capacidades los soldados regulares (Rivas y Rey 2008, p. 47). Para profundizar aún más en
ésta teoría de lucha e ideales políticos de las AUC y la razón de su existencia, se explicará a
continuación.

Recordemos que los principales objetivos de Castaño eran lograr presencia nacional,
espacio político y mando unificado central, razón por la cual desde junio de 1997
implementaron una estrategia para obtener reconocimiento político y proyectarse como
tercer actor del conflicto armado. Sin embargo, a inicios de 1999 lanzaron una iniciativa
que buscaba el reconocimiento por parte del gobierno Pastrana para sentarse a negociar
junto con la guerrilla (Cruz 2009, p. 86). Pese a sus esfuerzos y en reprimenda por el inició
de los diálogos de paz con las FARC, los paramilitares se convirtieron en un obstáculo para
la política de paz del gobierno con la guerrilla, hecho que provocó que se congelaran los
diálogos a inicios de 1999, y que a finales del 2000 la guerrilla de las FARC le exigiera al
gobierno la desarticulación de las AUC e impidiera que se les diera estatus político.
Asimismo, Cruz (2009) sostiene que los paramilitares lograron legitimarse entre los
sectores opuestos a las negociaciones que percibían los despejes como una muestra de
debilidad del Estado frente a las guerrillas (p. 87).

En este sentido, años más tarde las AUC recibirían el gobierno del presidente Álvaro Uribe
con una fractura interna, resultado de la disputa del rompimiento de la organización en dos
bandos a causa del narcotráfico, ya que entre los años 2001 y 2003 los partidarios de
negociar con el gobierno y de alejarse del narcotráfico y los de continuar con el negocio
ilícito de las drogas, generaron una gran crisis interna, hecho que llevo a la renuncia de
castaño y más adelante a la desaparición de las AUC (Cruz, 2009, p.88).
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Sin embargo Rivas y Rey (2008) argumentan que antes de que estas desaparecieran,
Castaño había decidido negociar y aceptar las condiciones impuestas por el gobierno del
presidente Álvaro Uribe, quien había reconocido a las AUC como actor político. Es así
como a finales del 2002 comenzaron los acercamientos entre las AUC y el gobierno
colombiano, que tras la firma de los Acuerdos de Santa Fe de Ralito en junio de 2003
iniciaron las primeras desmovilizaciones y asimismo finalizaron el 31 de diciembre del
2005 en su totalidad7 (p. 58-59).

7

El total de miembros de la estructura paramilitar desmovilizados desde el 2002 hasta el 2010 es de 35.353
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1.7 Incidencia de los Estados Unidos a las estructuras paramilitares
Para comenzar, se debe recordar que la estrategia contrainsurgente de los Estados Unidos a
comienzos del siglo XXI incluye el uso de aviones no tripulados (Drones), los asesinatos
selectivos y la contratación de mercenarios a través de empresas privadas. Además, la
Doctrina de Seguridad Nacional impuesta por los Estados Unidos en la mayoría de los
países del hemisferio tuvo como objetivo principal evitar o afrontar nuevos brotes
insurgentes, razón por la cual se señaló como “enemigo interno” a todo aquel que tuviera
ideologías de carácter marxista en el territorio occidental, lo que originó que se diera a las
fuerzas armadas la responsabilidad de velar por la seguridad de las instituciones, motivo
por el cual la contrainsurgencia (paramilitares) se convierte en el eje de la seguridad, y la
destrucción del enemigo interno se vuelve el objetivo principal del Estado.

A continuación, un registro histórico de 1962, pretende demostrar cómo los Estados Unidos
han influido en la política militar colombiana, adoptando medidas para la creación y
conformación de grupos paramilitares, ya que el mismo General Yarborough sostiene:
“Debe crearse ya mismo un equipo en dicho país, para seleccionar personal civil y militar
con miras a un entrenamiento clandestino en operaciones de represión por si se necesitaren
después. Esto debe hacerse con miras a desarrollar una estructura cívico militar que se
explote en la eventualidad de que el sistema de seguridad interna de Colombia se deteriore
más. Esta estructura se usará para presionar los cambios que sabemos van a ser necesarios
para poner en acción funciones de contra-agentes y contra-propaganda, y en la medida en
que se necesite impulsar sabotajes y/o actividades terroristas paramilitares contra conocidos
partidarios del comunismo. Los Estados Unidos deben apoyar esto” (Cinep, p. 1).

En este sentido, Calvo (2003) sostiene que la estrategia fundamental del Estado colombiano
para tratar de derrotar a las organizaciones guerrilleras, es la de destrozar o neutralizar el
fundamento social en que se basan estos grupos guerrilleros, razón por la cual las élites han
convertido al Estado en uno de los principales violadores de derechos humanos, lo que ha
desencadenado en dos pilares fundamentales: las operaciones encubiertas o clandestinas de
las fuerzas militares, y las acciones paramilitares. Calvo además sostiene:
Si una guerra limitada no convencional entraña demasiados riesgos, entonces las técnicas
paramilitares pueden proveer una manera segura y útil que permita aplicar la fuerza a fin de
lograr los fines políticos, sin embargo es importante que la imagen de la institución militar
quede limpia. (p.134)
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Se debe recordar que, en el 2002, las FARC habían sido catalogadas como grupos
terroristas apareciendo así en la lista negra del Departamento de Estado norteamericano y
en la lista de la Unión Europea. En este sentido, al catalogarse a las FARC como terroristas
se encuentra el aislamiento que estas tienen a nivel internacional, lo que significó una
estrategia de lucha por parte de los Estados, quienes cooperaron en conjunto a la ayuda
decidida de otras organizaciones internacionales en la lucha contra el terrorismo.

Con base a lo anterior, se puede afirmar que pese a ser incluidas en la lista de grupos
terroristas, las AUC lograron mantener una posición estratégica, debido a la ayuda que
estaba prestando al Estado colombiano, junto con las fuerzas militares, en contra de
organizaciones con ideología de izquierda como las FARC y el ELN, razón por la cual los
Estados Unidos vio en las AUC una estrategia antiterrorista que hacia frente a la amenaza
guerrillera (Rivas y Rey 2008, p. 62).

Sin embargo, otro hecho que les permitió tener una posición privilegiada a las AUC fue la
elección de Álvaro Uribe Vélez para el periodo 2002-2006, con su discurso a favor de la
lucha contra el terrorismo, lo que permitió que el Plan Colombia tuviera un componente
militar que no los afectara, sino que por el contrario, validara sus tesis sobre la lucha contra
la insurgencia (Rojas, 2012, p. 7). Asimismo, en el siguiente capítulo se intentara establecer
como esta estrategia de replegamiento estratégico y alineación con el poder estatal de turno,
les permitió tener una posición favorable, razón por la cual se hará un estudio detallado de
los escándalos de parapolítica que cobijan a los políticos de nuestro país.
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CAPÍTULO II

2. INSTITUCIONES ESTATALES EN LA POLÍTICA EXTERIOR 1998 - 2006:
SILENCIOS Y COMPLICIDADES EN EL FENÓMENO PARAMILITAR

2.1 Política de Estado o intereses del gobierno
Este capítulo se construye bajo la premisa que la política exterior colombiana se encuentra
sujeta a políticas de gobierno (no de Estado), alejadas de la sociedad civil, sin dejar de lado
el personalismo (respecto al manejo de relaciones diplomáticas), que muestran la debilidad
del aparato estatal. Además de lo anterior, el Estado, dada la vulnerabilidad de sus
instituciones, refleja ineficacia y la sensación de la no existencia de objetivos claros y
concisos tanto en el corto como el mediano y largo plazo. En este caso particular, los
gobiernos de Andrés Pastrana y Álvaro Uribe demostraron seguir una línea a corto plazo,
vulnerable a efectos negativos a largo plazo8, como sucedió en el cambio de enfoque en la
negociación con las FARC, de la búsqueda de una solución pacífica a la Seguridad
Democrática (internacionalización del conflicto armado colombiano y enfoque central con
Estados Unidos), durante el cambio de presidente en el 2002.

Ahora bien, la tendencia del gobierno tomó un giro importante desde la década de los 90,
cuando se determina el conflicto armado como un factor desestabilizador, tanto del
territorio colombiano como del sistema internacional. Es debido a ello que el presidente
Pastrana redefine la búsqueda de apoyo internacional en la salida negociada al conflicto,
que termina en fracaso (el fortalecimiento de las FARC por la zona de distensión cedida por
el gobierno) (eltiempo.com, 2010).

Poco tiempo después, con la llegada a la presidencia de Álvaro Uribe, la política exterior se
torna más vinculada a Estados Unidos bajo la ideología del partido político del presidente
de turno (una visión más militarizada del Conflicto Armado), teniendo en cuenta que
George Bush era presidente de los Estados Unidos para ese entonces y su visión de la
8

Considérese un efecto negativo a largo plazo el debilitamiento de las instituciones, poco o nulo control de
las decisiones que afectan a los ciudadanos, atender necesidades del presente sin tener en cuenta los
desbalances en años posteriores.
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política exterior estaba fundamentada en la lucha contra el terrorismo alrededor del mundo.
No obstante, las decisiones estatales toman al narcotráfico como punto de referencia,
dejando en segundo plano el combate con grupos paraestatales (Garzón, 2011, p. 18).

Se puede señalar que, el hecho que la política exterior colombiana promueva planes a corto
plazo supone la fragilidad del país en el ámbito internacional, ya que los intereses de
Colombia ante el mundo son difusos al no seguir políticas de Estado firmes. En este orden
de ideas, uno de los indicios más relevantes sobre la posición del país frente al mundo yace
en el presidente de turno y el órgano principal en materia de política exterior, el Ministerio
de Relaciones Exteriores.

Cabe destacar una desventaja respecto a lo anteriormente mencionado, que es la poca o
nula conexión de los diferentes órganos de control estatal con la política exterior. Un
ejemplo respecto a ello es la desconexión del Ministerio de Industria y Turismo con el
Ministerio de Relaciones Exteriores, en donde los planes trazados por la Cancillería hacia la
cooperación económica con Asia no se ven respaldados por los ministerios especiales para
temas económicos (Galán, 2007, p.7).

Otro ejemplo de la política personalista se evidencia en el debilitamiento de relaciones con
países del continente asiático. Según Galán (2007, p.5), a falta de una política de Estado se
hacen notorios los rezagos en materia de política exterior, a diferencia de Chile y México,
frente a países del pacífico.

Al analizar los periodos presidenciales de Andrés Pastrana y Álvaro Uribe se puede
identificar una política presidencialista y de gobierno, donde ésta variable se acentuó y se
intensificó. Esto se explica en las coyunturas que dan inició al periodo presidencial de
Andrés Pastrana, como fue el conflicto interno con las FARC, la cual se caracterizó por una
imagen deteriorada del país, el poco control del monopolio legítimo de la fuerza y la no
continuidad y estructuración en la política exterior del país.
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En el segundo mandato, en la presidencia de Álvaro Uribe, surgen nuevas coyunturas tanto
nacionales como internacionales. Por un lado, en el ámbito nacional, fracasa el proceso
diseñado de una forma pacífica para la resolución de este conflicto, enviando el mensaje
que la vía del diálogo no era la solución a dicho escenario. Tomando en cuenta el contexto
internacional, el principal aliado de varias décadas del país (Estados Unidos) sufre un
ataque interno que conlleva a catalogar grupos terroristas en el mundo, en los cuales entran
grupos colombianos como las AUC y las FARC; esto lleva a una intervención del país
norteamericano directamente a Colombia. Los factores mencionados son coyunturas que
ayudaron a la consolidación del proyecto y la propuesta política de campaña “seguridad
democrática” y el redefinir de políticas de gobierno a corto plazo, enfocadas en la lucha
armada contra los grupos insurgentes. Resumiendo lo anteriormente mencionado, se tiene
en cuenta a Galán, que cita a Ardila en su texto diagnóstico de la política exterior
colombiana, quien afirma lo siguiente:

La política internacional en su mayor parte es de gobierno, no de Estado 2. Baja
profesionalización y especialización del servicio exterior colombiano. 3. Se desconocen
actores diferentes a los estatales, como la sociedad civil, en la formulación y evaluación de
la política exterior. 4. Diplomacia personalizada que depende más del funcionario de turno
que de la respuesta institucional. 5. Falta de coordinación. 6. La tendencia a réspice pollum
(Ardila 2002, p. 29).

Dentro de esta coyuntura entran las FARC y la predominancia de la lucha contra los grupos
terroristas por parte de Estados Unidos. El centro de la política exterior colombiana se
enfoca en la erradicación de las FARC, plasmado en la Seguridad Democrática impulsada
por Uribe, en conjunto con el presidente Bush. Genera inquietud que las AUC no eran
reconocidos de manera formal en el enfoque de política exterior, teniendo este grupo
conexión con asuntos internacionales en la medida que estos facilitan de manera indirecta
los planes trazados por el Gobierno (el combate contra la Guerrilla de las FARC)
(Martínez, 2017, p. 40).

Cabe destacar que a los Estados Unidos no le convenía entrar en una confrontación con
estos grupos de autodefensas, todo esto debido a la postura que tenían las AUC de
confrontar a los grupos de izquierda (Martínez, 2017, p. 31); por este motivo, al ser
extraditados varios paramilitares, fueron juzgados como narcotraficantes, en vez de actores
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pertenecientes a un grupo terrorista. Además, es importante resaltar la postura personalista
del presidente Álvaro Uribe, quien restó importancia al enfoque a estos grupos
paramilitares (Torres, 2015, p. 15).

De acuerdo a lo mencionado anteriormente, es pertinente resaltar cuales son los
mecanismos institucionales relacionados a la formulación de política exterior por dos
factores: el primero es referente a la importancia de la institucionalidad en el Estado como
la figura máxima en el país, tanto de control como de legislación y, segundo, este sería el
objetivo de las AUC respecto a la promoción de su horizonte político.

En referencia al papel de la política exterior colombiana, se debe rescatar el rol del
Congreso de la República como eje de la rama legislativa del gobierno. El Congreso es el
órgano a cargo de la creación y aprobación de las leyes en el país y su alcance dentro de la
política exterior se ve reflejado en una de las Comisiones del Senado (Comisión Segunda).

Respecto a la política exterior de Colombia, en el periodo del presidente Uribe, comprendió
tres aspectos fundamentales: La seguridad del país; la lucha contra las drogas, y encarnar al
terrorismo en grupos de izquierda como las guerrillas de las FARC y el ELN. Esto dejó de
lado aspectos como las víctimas del conflicto y la violación de los Derechos Humanos; la
determinación de las AUC como actor político, y las alianzas llevadas a cabo entre
representantes de la política del país y jefes paramilitares.

Para definir el alcance de las AUC en política exterior, se procede a analizar la
conformación de la Comisión del Senado respectiva al tema a tratar, formación académica,
leyes aprobadas por la Comisión, miembros investigados por parapolítica, la influencia del
Plan Colombia y el estatuto antiterrorista de Uribe. A su vez se mostrará una visión general
de lo que suponía la política exterior por parte de los cancilleres de ese entonces. Lo
anterior se propone dada la relevancia del órgano legislativo en cuestión, además de
factores externos que influenciaron el ejercicio de este.
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2.2 Comisiones de Política Exterior
Al abordar el tema de las Comisiones, se debe tener en cuenta la definición del término
“Comisión”, la cual se define como un grupo de individuos compuesto por representantes
del congreso (Cámara y Senado) cuyo objetivo final es discutir e informar sobre proyectos
de ley establecidos por el Congreso (Ramos, 2003, p.7). El trabajo legislativo del Congreso
se realiza en dos fases: la primera se lleva a cabo en comisiones especializadas por temas,
las cuales se dividen en pequeños grupos de acuerdo al tema a tratar, y la segunda en las
plenarias donde se aprueban, modifican o rechazan las iniciativas trabajadas en las
plenarias.

Por lo general todos los miembros del congreso tienen la obligación de pertenecer a algunas
de estas comisiones. Además cada comisión tiene una mesa directiva integrada por un
presidente, un vicepresidente y un secretario general, elegidos para periodos de un año, los
cuales no podrán ser reelegidos. Según la ley 3° de 1992, existen siete Comisiones
Constitucionales conformadas por miembros de la Cámara de Representantes y del Senado
de la República, distribuidas de la siguiente manera

Tabla 1. Distribución de las Comisiones del Senado de la República y la Cámara de
Representantes.
Senado de la

Cámara de

República

Representantes

Comisión Primera

19
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Comisión Segunda

13

19

Comisión Tercera

15

29

Comisión Cuarta

15

27

Comisión Quinta

13

19

Comisión Sexta

13

18

Comisión Séptima

14

19

Fuente: elaboración propia. Datos: Senado de la Republica
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Ahora bien, la Comisión Segunda, la cual está conformada por 13 miembros del Senado y
19 miembros de la Cámara de Representantes, es la encargada de velar por los asuntos
relacionados con la política exterior del país. En este sentido, ésta Comisión abordará temas
relacionados con:


La Política Internacional



Defensa Nacional y Fuerza Pública,



Tratados Públicos,



Carrera Diplomática y Consular



Comercio Exterior e Integración Económica



Política portuaria



Relaciones Parlamentarias, Internacionales y Supranacionales



Asuntos diplomáticos no reservados constitucionalmente al gobierno,



Fronteras



Nacionalidad



Extranjeros



Migración



Honores y monumentos públicos



Servicio militar



Zonas francas y de libre comercio



Contratación Internacional.

Las acciones de las comisiones se deben analizar, tomando en consideración que el aparato
legislativo hace parte de las ramas de control importantes del país, en la cual se plantean los
proyectos de ley y se les realiza el trámite correspondiente, además de ser un referente de
las necesidades latentes en la época. En otras palabras, se puede identificar los objetivos del
país plasmados en comisiones y quienes la conforman. En este sentido, teniendo en cuenta
el periodo de estudio, la Comisión Segunda Constitucional se encontraba distribuida de la
siguiente manera:
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Miembros de la Comisión Segunda de la Cámara y Senado 1998-2002
En el período comprendido entre 1998 - 2002, la Comisión Segunda Constitucional estaba
conformada por 13 senadores de la República y 19 miembros de la Cámara de
Representantes. A continuación, en la presente tabla se muestra la distribución de cada uno
de ellos, el partido político al cual representaron, y además los cargos que desempeñaron en
dicha Comisión.

Nota: En la siguiente tabla se resaltan en color fucsia los congresistas que más polémica
desataron en cuanto a las acusaciones que los vinculan con parapolítica, de igual manera los
congresistas en color verde, fueron acusados y condenados por algún otro delito, afín u
opuesto a la parapolítica.

Tabla 2. Comisión Segunda 1998-2002
NOMBRE
Senado de la República
Antonio del Cristo Guerra de
la Espriella
Enrique Gómez Hurtado
Fabio Valencia Cossio
Francisco Javier Murgueitio
Restrepo
Guillermo Ocampo Ospina
Javier Enrique Cáceres Leal
Jimmy Chamorro Cruz
Luis Eladio Pérez Bonilla
Manuel Guillermo Infante
Braiman
Marta Catalina Daniels
Guzmán
Martín Efraín Tengana
Narvaéz9
Rafael Antonio Orduz
Medina
Ricardo Aníbal Losada
Márquez

PARTIDO

CARGO

Movimiento Nacional Progresista

Titular de la curul

Salvación Nacional
Conservador Colombiano – Mov.
Fuerza
Partido Conservador

Titular de la curul
Titular de la curul
Titular de la curul

Mov. Nacional Conservador
Titular de la curul
Partido Liberal
Titular de la curul
Compromiso Cívico Cristiano – C4 Presidente
Titular de la curul
Partido Liberal
Titular de la curul
Partido Liberal
Titular de la curul
Partido Liberal

Titular de la curul

AICO - Autoridades Indígenas de
Colombia
Asi-Mci-Ca Mockus

Titular de la curul

Partido Liberal

Titular de la curul

Titular de la curul

9

Le fue suspendida su condición de congresista, ya que la Sección Quinta del Consejo de Estado decretó la
suspensión provisional de la resolución por medio de la cual el Consejo Electoral lo declaró elegido como tal.

39

Andrés Ricaurte Armesto

Partido Liberal

Guillermo Antonio Sagra
Serrano
Gustavo Cataño Morales

Partido Liberal

Heligidio Ramiréz Jaramillo

Movimiento Nacional Conservador

Juan Betsabé Hinestrosa
Cossio
Jorge Iván Salazar Palacio

Partido Conservador

Luis Eduardo Ávila Gómez

Partido Liberal

Luis Ferney Moreno Castillo

Partido Liberal

Néstor Álvarez Segura

Partido Liberal

Nicolás Badrán Castro

Partido Liberal

Juan Gabriel Uribe Vegalara
Marceliano Jamioy
Muchavisoy
Néstor Álvarez Segura

Conservador Colombiano – Mov.
Fuerza
AICO – Autoridades Indígenas de
Colombia
Partido Liberal

Nicolás Badrán Castro

Partido Liberal

Cámara de Representantes
Benjamín Higuita Rivera
Carlos Alberto Oviedo
Alfaro10
Jaime Alberto Ávila Tovar
Jaime Puentes Cuellar
Jhony Aparicio Ramírez
José Gentil Palacios Urquiza
José Walter Lenis Porras
Julio Ángel Restrepo Ospina

Partido Conservador

Partido Liberal

Fuerza Progresista
Movimiento Nacional Conservador
– Alianza Nacional
Partido Liberal
Partido Liberal
ASI – Alianza Social
Independiente
Partido Conservador
Partido Liberal
Partido Liberal

Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
Permanente
Reemplazo
Permanente
Reemplazo
Permanente
Reemplazo
Permanente

Titular de la curul
Titular de la curul
Titular de la curul
Titular de la curul
Titular de la curul
Titular de la curul
Titular de la curul
Titular de la curul

10

Pérdida de investidura por ausentismo, ya que el Consejo de Estado encontró que el congresista había
faltado sin causa justa a más de seis sesiones plenarias del Congreso en las que se debatieron y fallaron
proyectos de ley. Además, el congresista también se encontraba investigado por doble homicidio.
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Lázaro Calderón Garrido
Leonardo Caicedo Portura11

Partido Liberal
ASI – Alianza Social
Independiente
Partido Conservador – Movimiento
Fuerza
Partido Conservador

Titular de la curul
Titular de la curul

Movimiento Cívico Independiente

Titular de la curul

Partido Liberal
Mov. Independiente Frente de
Esperanza
Partido Conservador

Titular de la curul
Titular de la curul

Movimiento Humbertista

Titular de la curul

Colombia Siempre

Titular de la curul

Álvaro Jobanny Gómez
Jaramillo
Antonio Floriberto Dorado
Ojeda
Arcesio Perdomo Navarro

Partido Liberal

Carlos Eduardo Acosta
Lozano
Carlos Eugenio Oyaga
Quiroz
Cesar José Pérez Berrío

Mov. Independiente Frente de
Esperanza
Partido Liberal

Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo

Manuel Ramiro Velásquez
Arroyave
Marcos Aurelio Iguarán
Iguarán
María Eugenia Jaramillo
Hurtado
Mario de Jesús Álvarez Celis
Nelly Moreno Rojas
Omar Armando Baquero
Soler
Rafael Antonio Quintero
García
Sergio Fausto Cabrera
Cárdenas

Movimiento Humbertista
Partido Conservador

Germán Agudelo Gómez

Partido Conservador – Movimiento
Fuerza
Coalición Partido Liberal
Colombiano
Partido Conservador

Jesús Hermes Bolaños Cruz

Movimiento Humbertista

Jiménez Walters Pomare

Partido Liberal

José Manuel González Brito

Partido Conservador

Néstor Jaime Cárdenas
Jiménez
Rafael Alvin Archbold

Movimiento Nacional Conservador
– Alianza Nacional
Partido Liberal

Fabio Granada Loaiza

11

Titular de la curul
Titular de la curul

Titular de la curul

La Corte Suprema de Justicia lo condenó a cuatro años y seis meses de prisión por concusión.
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Joseph
Rodrigo Alberto Daza
Cárdenas

Partido Conservador

Álvaro Jobanny Gómez
Jaramillo
Carlos Eduardo Acosta
Lozano
Carlos Uribe Angel Cely

Partido Liberal

Edgar Antonio Ruiz Ruiz

Colombia Siempre

Fabio Granada Loaiza

Coalición Partido Liberal
Colombiano
Movimiento Nacional Conservador
– Alianza Nacional
Partido Liberal

Mov. Independiente Frente de
Esperanza
Partido Liberal

Néstor Jaime Cárdenas
Jiménez
Pedro Vicente López Nieto12

temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
Permanente
Reemplazo
Permanente
Reemplazo
Permanente
Reemplazo
Permanente
Reemplazo
Permanente
Reemplazo
Permanente
Presidente
Reemplazo
Permanente

Fuente: elaboración propia Datos: de www.congresovisible.org

Miembros de la Comisión Segunda de la Cámara y Senado 2002-2006
Así mismo, para el periodo de gobierno del presidente Álvaro Uribe, la Comisión Segunda
Constitucional estaba conformada por 13 Senadores de la República y 19 Representantes a
la Cámara.

Tabla 3. Comisión Segunda 2002-2006
NOMBRE
Senado de la República
Alexandra Moreno Piraquive
Efrén Félix Tarapués Cuaical
Enrique Gómez Hurtado
Francisco Javier Murgueitio
Restrepo
Fuad Ricardo Char Abdala
Habib Merheg Marún

PARTIDO
Partido MIRA
AICO - Autoridades Indígenas de
Colombia
Salvación Nacional
Partido Conservador
Voluntad Popular
Partido Liberal

CARGO
Vicepresidenta
Titular de la curul
Titular de la curul
Titular de la curul
Titular de la curul
Titular de la curul
Titular de la curul

12

Fue condenado en primera instancia por el Juzgado Cuarto Penal de Tunja a dos años de prisión, y una
multa de $10´000.000 por el delito de peculado; y en segunda instancia por la Sala Penal del Tribunal
Superior del Distrito Judicial de Tunja a un año de prisión por el delito de prevaricato, más tarde renunció a la
curul.
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Jairo Raúl Clopatofsky
Ghisays
Jesús Ángel Carrizosa Franco
Jimmy Chamorro Cruz

Movimiento Cívico Independiente

Titular de la curul

Partido Conservador
Compromiso Cívico Cristiano – C4

José Antonio Name Terán
Luis Alfredo Ramos Botero
Luis Guillermo Vélez Trujillo
Manuel Ramiro Velásquez
Arroyave

Partido Liberal
Equipo Colombia
Partido Liberal
Movimiento Progresismo
Democrático

Titular de la curul
Vicepresidente
Titular de la curul
Titular de la curul
Titular de la curul
Titular de la curul
Titular de la curul

Alberto Chegwin Vergara

Movimiento Cívico Independiente

Emiliano Hernando Morillo
Palma
Fabio Granada Loaiza

Partido Liberal

Guillermo Rivera Millán

Partido Coalición

Gustavo Adolfo Aristizabal
Arango
Gustavo Cataño Morales

Movimiento Cívico Independiente

Isabel María Figueroa
González
Jeremías Carrillo Reina

Partido Liberal

Jorge Eusebio Consuegra
Bolívar
Manuel Antonio Díaz Jimeno

Voluntad Popular

Miguel Antonio Yepes Parra

Partido Liberal

Oscar Aníbal Largo Calvo

AICO – Autoridades Indígenas de
Colombia
Voluntad Popular

Ricardo Varela Consuegra

Cámara de Representantes
Carlos Julio González Villa
Eloy Francisco Hernández
Díaz
Fabio Arango Torres13
Germán Velásquez Suárez
13

Equipo Colombia

Partido Conservador

Partido Liberal

Partido Liberal

Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal

Partido Liberal
Partido Coalición

Titular de la curul
Titular de la curul

Cambio Radical
Partido Liberal

Titular de la curul
Titular de la curul

Condenado a seis años de prisión por corrupción al sufragante.
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Gloria Polanco de Lozada
Guillermo Abel Rivera Flórez

Partido Conservador
Partido Liberal

Guillermo Antonio Santos
Marín
Hugo Ernesto Zárrate Osorio

Partido Liberal

Jaime Darío Espeleta Herrera

Jaime Ernesto Canal Alban
Jairo de Jesús Martínez
Fernández
Juan Hurtado Cano
Julio Eugenio Gallardo
Archbold
Luis Alberto Monsalvo
Gnecco
Oscar de Jesús Suárez Mira
Pedro Nelson Pardo
Rodríguez
Ricardo Arias Mora
Carlos Manuel Palacios Hoyos
Gonzalo Parra González
Guillermo León Gálvis
Londoño
Guillermo Ochoa Beltrán

Partido del Socialismo Democrático
(PSD)
Partido Liberal
Partido Conservador – Mov. de
Salvación
Partido Liberal

Titular de la curul
Vicepresidente
Titular de la curul
Titular de la curul
Vicepresidente
Titular de la curul
Presidente (20042005)
Titular de la curul
Titular de la curul
Titular de la curul

Partido Conservador
MIR - Movimiento de Integración
Regional
Partido Liberal

Titular de la curul
Titular de la curul

Fuerza Progresista
Mov. Comunal y Comunitario de
Colombia
Partido Coalición
Partido Coalición

Titular de la curul
Titular de la curul

Partido del Socialismo Democrático
(PSD)
Fuerza Progresista
Fuerza Progresista

John Jairo Iguarán

Partido Liberal

José Joaquín Vence Pájaro

Partido Coalición

Luis Carlos Delgado Peñón

Partido Liberal

Orlando Martínez Callejas

Partido Coalición

Óscar Emilio Sorza Salteren

Partido Liberal

Óscar Luis Fernández Ruiz

Partido Liberal

Teófila Roa

Partido MIRA

Titular de la curul

Titular de la curul
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
Reemplazo
temporal
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Carlos Ramiro Chávarro
Cuéllar

Partido Conservador

Henry Alex Toro Rivadeneira

Partido Coalición

Wilmer David González Brito

Partido Coalición

Presidente (20032004)
Reemplazo
permanente
Reemplazo
permanente
Reemplazo
permanente

Fuente: elaboración propia Datos: de www.congresovisible.org

Luego de revisar la tabla, es importante recalcar el hecho de que para los periodos
mencionados, además de los miembros titulares de la curul de la Comisión de Senado y
Cámara, hubo otros que fueron reemplazos temporales o permanentes de los iniciales, esto
debido a los grandes escándalos de corrupción y paramilitarismo que se presentaron para la
época, hechos relacionados con la parapolítica del país. En este sentido, el presente
argumento se sustenta en las palabras de Valencia (2007), quien afirma que:
Los paramilitares ganaron varias “guerras”, y en ese proceso lograron modificar
sustancialmente el mapa político en 12 departamentos, transformar parcialmente el de otros
departamentos, establecer una gran bancada parlamentaria, influir en las elecciones
presidenciales, capturar el poder local en diversas regiones del país y entrar en un proceso
de negociación con el Estado (p. 12).

Según Rodríguez (2010), poco después de finalizadas las elecciones del 2002, Salvatore
Mancuso, jefe paramilitar de las AUC declaró que las AUC habían obtenido su primer
“éxito”, ya que más del 35 % de los 268 diputados eran sus representantes (p. 232).
Además, se debe tener en cuenta el surgimiento de nuevos partidos, lo cual se ve reflejado
en la pertenencia de cada uno de los miembros que integran dicha Comisión. Asimismo,
como lo respalda León Valencia (2007) al decir que una de las consecuencias históricas
más notables de este proceso fue el desmembramiento de los partidos Liberal y
Conservador, y el surgimiento de nuevos grupos que tendrían un gran impacto en el
régimen político (p. 12).

Teniendo en cuenta lo anterior, se presenta a continuación un rastreo de los miembros de la
Comisión Segunda del periodo 1998-2006, que se vieron involucrados con paramilitares.
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2.3 Rastreo de Senadores y Representantes a la Cámara, involucrados en parapolítica.
Como se menciona en el subtítulo del presente apartado, el propósito de este es exponer los
congresistas de la Comisión Segunda Constitucional de la Cámara de Representantes y del
Senado de la República, que estuvieron envueltos en escándalos de parapolítica en los
periodos presidenciales de Andrés Pastrana y Álvaro Uribe, es decir, entre 1998 - 2006. Sin
embargo, es necesario tener en cuenta que en el período presidencial de Andrés Pastrana
todavía no se utilizaba el término “parapolítica”, razón por la cual en la tabla anterior se
han resaltado en color verde, aquellos congresistas que de una u otra manera estuvieron
envueltos en escándalos ajenos a la parapolítica.


El senador Antonio del Cristo Guerra de la Espriella, quién fue en su momento
presidente de la Comisión Segunda, fue investigado por supuestos nexos con las
autodefensas. El Senador fue señalado por el exparamilitar Alí Therán Ricardo,
alias “el negrito Osorio”, de tener nexos con el bloque Héroes de Montes de María
de las AUC, con el fin de conservar su curul en el Congreso. Según el exparamilitar,
De la Espriella recibió más de 90 mil millones de pesos para la construcción del
acueducto de Coveñas, los cuales entrego a los paramilitares, para que sus empresas
hicieran la construcción. Sin embargo, la sala penal de la Corte Suprema de Justicia
archivó el proceso a favor del congresista, por no encontrar pruebas suficientes para
abrir una investigación (El Espectador, 5 de octubre de 2011).



Por su parte el senador Javier Enrique Cáceres Leal, fue condenado a 9 años de
prisión por concierto para delinquir agravado, ya que la Corte Suprema demostró
que el senador selló acuerdos con los paramilitares del bloque Héroes de María,
para que apoyaran su campaña al Congreso en el 2006. Según las declaraciones de
Salvatore Mancuso, Iván Roberto Duque, alias “Ernesto Báez”, y Uber Bánquez,
alias “Juancho Dique”, varios congresistas de Bolívar habrían recibido apoyo de las
AUC para su campaña electoral, por petición del senador Javier Cáceres (El
Espectador, 11 de abril de 2012).
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Manuel Ramiro Velásquez Arroyave, Representante a la Cámara por Antioquia, la
Corte Suprema de Justicia le abrió una investigación preliminar por supuestos nexos
con grupos armados ilegales. La Sala Penal busca esclarecer si hubo o no relación
del congresista con el Bloque Central Bolívar de las Autodefensas, pues según
testigos hubo nexos con los excomandantes Rodrigo Pérez Alzate, alias “Julián
Bolívar”, e Iván Roberto Duque, alias “Ernesto Báez” (El Espectador, 31 de marzo
de 2011).



Al senador Habib Merheg Marún, de Risaralda, se le sancionó con la perdida de
aval de partido por supuestos nexos con grupos ilegales. Se debe recordar que el
senador Marún hizo parte de Colombia Viva hasta agosto de 2005, pero luego
decidió unirse al partido de la U. Sin embargo tras los escándalos en los que se vio
implicado por sus nexos con grupos de autodefensas fue expulsado del partido,
retornando así a su antiguo partido “Colombia Viva” (El País, 1 de septiembre de
2014). En este sentido, la Procuraduría General de la Nación, formuló cargos en
contra del excongresista por la alianza que estableció con miembros del Bloque
Central Bolívar de las Autodefensas, a fin de asegurar su victoria en las elecciones
del Congreso del 2002, por lo cual el senador, recibió apoyo político por parte del
jefe paramilitar Carlos Mario Jiménez alias “Macaco”, y del excomandante Iván
Roberto Duque, alias “Ernesto Báez”, quien señaló haber conformado un grupo de
dirigentes que representarían sus intereses en el Congreso (El Espectador, 8 de junio
de 2011).



En cuanto al senador Luis Alfredo Ramos Botero, se debe tener en cuenta que fue
investigado por supuestos nexos con grupos armados ilegales. En este sentido, la
Corte Suprema de Justicia abrió investigación preliminar por supuestos nexos del
senador con alias “el Tuso”, quién afirmó que el señor Botero había sido acreedor
del apoyo político de las Autodefensas; según parece, el senador obtuvo una
votación atípica en una región de fuerte influencia paramilitar donde operaba el
Bloque Élmer Cárdenas de las Autodefensas, lo cual lo ayudo a obtener su curul en
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el Senado en el 2002, tras alcanzar la más alta votación en todo el país (El
Espectador, 2 de febrero de 2011).


El Representante a la Cámara por el departamento del Huila Carlos Julio González
Villa, ha sido investigado por supuestos nexos con grupos ilegales, ya que se vio
involucrado en el escándalo de la Farcpolítica, y según el guerrillero Fernando
Bahamón Cespedes, en una de sus declaraciones afirmó como el señor Villa y las
FARC hicieron pactos ilegales, y como su campaña fue financiada por la familia
Serrano de Caquetá, los cuales tienen nexos con las FARC, así como también por el
comandante Raúl Reyes (Semana, 4 de mayo de 2008).



Por su parte Guillermo Abel Rivera Flórez, Representante a la Cámara por
Putumayo había sido vinculado a los escándalos de parapolítica, ya que según
testigos, Guillermo Rivera habría recibido el apoyo económico de las Autodefensas
del Frente Sur del Putumayo que hacía parte del Bloque Central Bolívar,
comandado por Carlos Mario Jiménez alias “Macaco”, para su campaña electoral
del 2002. Sin embargo, la Corte Suprema de Justicia archivo la investigación en
contra del congresista, tras comprobar que los señalamientos en contra del señor
Rivera eran falsos (verdadabierta.com, 26 de septiembre de 2012).



Asimismo, el Representante Oscar de Jesús Suárez Mira, fue condenado a 9 años de
prisión por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, acusado por los delitos de
concierto para delinquir agravado y enriquecimiento ilícito con dinero proveniente
de grupos paramilitares. Al dirigente se le imputa de haber mantenido nexos con el
Bloque Élmer Cárdenas de las AUC, y según versiones de Freddy Rendón Herrera
alias “el Alemán”, máximo dirigente de este bloque, lo mencionó como uno de los
23 dirigentes apoyados por la estructura paramilitar en el nordeste antioqueño (El
Espectador, 4 de agosto de 2011).



Finalmente, el representante a la Cámara por el departamento del Guainía Pedro
Nelson Pardo Rodríguez, fue investigado por su presunta responsabilidad en el
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delito de concusión y farcpolítica, siendo hallado culpable por la Sala Penal de la
Corte Suprema de Justicia, la cual determinó que el congresista había establecido
nexos con guerrilleros de las FARC para obtener una curul en el Congreso en las
elecciones del 2002. El congresista además es acusado de haber exigido la entrega
de dinero a varios congresistas a cambio de favorecerlos mediante la ejecución de
funciones propias de su cargo de congresista (El Espectador, 12 de abril de 2011).

Lo anterior demuestra que entre los periodos presidenciales de Andrés Pastrana Arango y
Álvaro Uribe Vélez, se revelaron casos de corrupción y parapolítica en el país por parte de
Senadores y Representantes a la Cámara, los cuales, en pro de sus intereses, no dudaron en
entablar relaciones con diferentes bloques de las AUC para lograr sus objetivos. Sin
embargo debido a las recientes investigaciones por parte de la Corte Suprema de Justicia,
muchos de estos congresistas han sido hallados culpables y condenados a pagar por sus
delitos, mientras que otros aún se encuentran en proceso de investigación.
A continuación se presenta el caso de María Consuelo Araujo, también conocida como “la
conchi Araujo”, quién debido a los escándalos de parapolítica tuvo que abandonar su puesto
en la Cancillería.

La parapolítica y una renuncia anticipada
Antes de continuar es necesario hacer énfasis en la ex canciller María Consuelo Araujo, la
cual llega al gobierno en el 2006, donde ocupa el cargo de Ministra de Relaciones
Exteriores por un periodo aproximado de un año, dando por terminado su mandato en la
Cancillería en el 2007. Sin embargo a pesar de tener una gran trayectoria profesional y ser
una de las mujeres más destacadas en la política, se vio salpicada por los escándalos de
parapolítica que involucraban a cuatro de sus familiares más cercanos por supuestos nexos
con miembros de las AUC.

Entre los señalados que implicaban a la familia Araujo estaba su primo Hernando Molina,
quien fue llamado a responder por el delito de pertenencia en las autodefensas, así como
también por el nombramiento de gobernador del Cesar, gracias a presiones de alias Jorge
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40 sobre algunos de sus rivales. En este sentido, su hermano Sergio y su padre Álvaro
Araujo Molina también se encuentran procesados por tener nexos con paramilitares, y
finalmente su hermano el senador Álvaro Araujo se encuentra detenido por los delitos de
concierto para delinquir en asocio con grupos paramilitares, y secuestro extorsivo agravado
a un político rival. Pese a que los Araujo han sido una de las familias más reconocidas y
prestigiosas de la costa atlántica, la Ministra no pudo con la presión política y críticas por
parte de la oposición y de los propios sectores uribistas, hasta el punto de tener que
renunciar a su puesto (Semana, 2007).

2.4 Trayectoria profesional de los Miembros de la Comisión Segunda
A continuación se busca conocer el perfil de cada uno de los miembros de la Comisión
Segunda Constitucional de 1998-2006, para así saber si estaban calificados y contaban con
la experiencia necesaria para integrar dicha Comisión. Cabe destacar que se enfoca el
rastreo en el perfil profesional.

Nota: En la siguiente tabla se resaltan en color azul los congresistas que integraron la
Comisión Segunda, pero que sin embargo no tenían experiencia en temas de política
exterior.
Tabla 4. Comisión Segunda 1998-2006
Nombre

Estudios de Pregrado

Estudios de Postgrado

Alexandra Moreno

Derecho, Universidad Santo

Especialización en Gestión

Piraquive

Tomás

de

Senado

entidades

territoriales,

Universidad Externado de
Colombia
Antonio del Cristo Guerra

Economista de la

Maestría

en

Economía

de la Espriella

Universidad del Rosario.

Agrícola de la Universidad
de Texas.

Efrén Félix Tarapués

N/A

N/A

Cuaical
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Enrique Gómez Hurtado

Abogado y Economista de la

Postgrado en Economía de la

Universidad Javeriana.

London

School

of

Economics.

Postgrado en Filosofía en la
Universidad de Barcelona.
Fabio Valencia Cossio

Abogado de la Universidad

N/A

de Antioquia.
Francisco Javier Murgueitio

Abogado de la Universidad

Maestría en Derecho en la

Restrepo

Santiago de Cali.

Universidad Externado de
Colombia.

Fuad Ricardo Char Abdala

Abogado

N/A

Guillermo Ocampo Ospina

N/A

N/A

Habib Merheg Marún

Economista, Universidad de

Alta Gerencia y Gerencia

Florida

financiera, Universidad de
Florida

Jairo Raúl Clopatofsky

Administrador de empresas,

Ciencias

políticas,

Ghisays

Universidad de la Sabana

Universidad Javeriana

Javier Enrique Cáceres Leal

Técnico en Turismo del

N/A

SENA.
Estudios de francés,
Administración y Gestión
Pública.
Jesús Ángel Carrizosa

Derecho, Universidad La

N/A

Franco

Gran Colombia

Jimmy Chamorro Cruz

Licenciado es Geofísica de

Master en Geofísica de la

la Universidad Cristian

Texas A&M University.

Heritage College de San
Diego (CA) USA.
José Antonio Name Terán

Abogado, Universidad del

N/A

Atlántico
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Luis Alfredo Ramos Botero

Luis Eladio Pérez Bonilla

Abogado, Universidad de

Negocios

Internacionales,

Medellín

Harvard University

Derecho Internacional

N/A

Humanitario y Relaciones
Internacionales.
Luis Guillermo Vélez

Ciencias jurídicas y

Políticas

públicas,

Trujillo

económicas, Universidad

Universidad de Geogetown

Javeriana
Manuel Guillermo Infante

Ingeniero

N/A

Manuel Ramiro Velásquez

Administrador de Empresas,

Administrador de Empresas,

Arroyave

EAFIT

UNAM, México

Marta Catalina Daniels

Socióloga y Abogada

Especialización en Derecho

Braiman

Guzmán
Martín Efraín Tengana

Financiero.
Antropólogo

N/A

Rafael Antonio Orduz

Economista de la

Doctorado

Medina

Universidad de Los Andes.

Económicas

Narvaéz
en

Ciencias
de

la

Universidad de Goettingen
(Alemania Federal).
Ricardo Aníbal Losada

Matemático de la

Magister en Ciencias de la

Márquez

Universidad Nacional.

Universidad de Illinois.

Abogado

Especialización en Derecho

Cámara
Benjamín Higuita Rivera

Penal,

Criminología

y

Administración Pública.
Carlos Alberto Oviedo

N/A

N/A

Psicología clínica,

Psicoterapia,

Universidad Javeriana

Javeriana

N/A

N/A

Alfaro
Carlos Julio González Villa

Eloy Francisco Hernández

Universidad
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Fabio Arango Torres

Administrador Público

N/A

Germán Velásquez Suárez

Periodista, Fundación

N/A

Escuela Superior Profesional
(INPAHU)
Gloria Polanco de Lozada

N/A

N/A

Guillermo Abel Rivera

Abogado, Universidad

Especialización en Derecho

Flórez

Externado de Colombia

Administrativo, Universidad
Externado de Colombia

Guillermo Antonio Santos

Abogado, ingeniero

N/A

Marín

agrónomo

Hugo Ernesto Zárrate

Abogado, Universidad

Especialización

Osorio

Javeriana

Socioeconomía, Universidad

en

Javeriana
Jaime Alberto Ávila Tovar

N/A

N/A

Jaime Darío Espeleta

Abogado, Corporación

Especialista en Relaciones

Herrera

Universitaria de la Costa

internacionales, Universidad
Jorge Tadeo Lozano

Jaime Ernesto Canal Alban

Carrera militar, Brigadier

Geopolítica,

Universidad

general, escuela de

Militar Nueva Granada

Infantería de Fort Benning,
Georgia, EE.UU
Jaime Puentes Cuellar

N/A

N/A

Jairo de Jesús Martínez

N/A

N/A

N/A

N/A

José Gentil Palacios Urquiza N/A

N/A

José Walter Lenis Porras

Administrador Público

N/A

Juan Hurtado Cano

Derecho, Universidad Libre

N/A

Fernández
Jhony Aparicio Ramírez

de Pereira
Julio Ángel Restrepo Ospina N/A

N/A
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Julio Eugenio Gallardo

Derecho, Universidad Libre

Especialización en Derecho

Archbold

de Bogotá

Procesal, Universidad Libre
de Bogotá

Lázaro Calderón Garrido

Abogado

N/A

Leonardo Caicedo Portura14

Filosofo

N/A

Luis Alberto Monsalvo

Economía, Universidad

Especialización

Gnecco

Santo Tomás

evaluación

de

en
proyectos,

Universidad de Los Andes
Manuel Ramiro Velásquez

Administrador de Empresas

Postgrado en Administración

Arroyave

de la EAFIT

de Empresas de la UNAM
(México).

Marcos Aurelio Iguarán

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

N/A

Nelly Moreno Rojas

Actriz

N/A

Omar Armando Baquero

Ingeniero Civil de la

Maestría en Geopolítica de

Soler

Universidad La Gran

la Universidad Militar.

Iguarán
María Eugenia Jaramillo
Hurtado
Mario de Jesús Álvarez
Celis

Colombia.
Oscar de Jesús Suárez Mira

Abogado

N/A

Pedro Nelson Pardo

Abogado

Especialista

Rodríguez

en

Derecho

Administrativo

Rafael Antonio Quintero

N/A

N/A

Ricardo Arias Mora

Ingeniero civil

N/A

Sergio Fausto Cabrera

Estudios de Cine en Londres

N/A

Cárdenas
Fuente: elaboración propia en base a datos de www.congresovisible.org
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No se encuentra recorrido académico. Sin embargo, se destaca el hecho que se inició un proceso en su
contra por peculado
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En este sentido, de acuerdo al perfil profesional de cada uno de los miembros de la Cámara
de Representantes y del Senado de la República que han integrado la Comisión Segunda
Constitucional, se ha llegado a la conclusión que los miembros de esta comisión tienen
poca o nula conexión con temas de política exterior dentro de su vida académica y laboral;
en ciertos casos, no se evidencian estudios universitarios. Tal es el caso de Sergio Fausto
Cabrera, el cual sólo registra estudios de cine, sin conexión con la política exterior. Incluso
congresistas como Jaime Cuellar, Jhony Aparicio y José Palacios (por mencionar algunos)
no denota algún estudio de educación superior. Esto considera una falta grave dentro del
proceso de formulación y evaluación de la Política Exterior, que denota la carencia de un
horizonte claro.

2.5 Leyes decididas Comisión Segunda de Cámara y Senado
En la siguiente tabla se mostraran las leyes decididas por la Comisión Segunda de Cámara
y Senado, comisión encargada de “Política Internacional; defensa nacional; tratados
públicos; carrera diplomática y consular; comercio exterior e integración económica;
política portuaria; relaciones parlamentarias, internacionales y supranacionales, asuntos
diplomáticos no reservados constitucionalmente al Gobierno; fronteras; nacionalidad;
extranjeros; migración; honores y monumentos públicos; servicio militar; zonas francas y
de libre comercio; contratación internacional”(congreso de la república de Colombia) leyes
decididas para los periodos 1999 al 2006.

Aunque la Comisión Segunda de Cámara y Senado tenga distintos enfoques y funciones, lo
que más predomina son asuntos internacionales, de los cuales cabe aclarar que para un
periodo de 7 años las leyes decididas respecto a temas internacionales sea solo una. El
proyecto de ley de 2004-03-17 el cual dice que el Gobierno Nacional a través de la
Cancillería presentará anualmente a la Comisión Segunda de Relaciones Exteriores de
Senado y Cámara, dentro de los primeros treinta días calendario, posteriores a cada período
legislativo un informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desarrollando
los Convenios Internacionales vigentes suscritos por Colombia con otros Estados y con
organismos multilaterales. Esto deja un interrogante sobre cuál es la funcionalidad y como
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se están desarrollando proyectos de ley de una comisión creada principalmente para asuntos
internacionales.

El conflicto interno paso de ser una coyuntura nacional a una coyuntura de tipo
internacional, por esta razón se esperaba que la Comisión Segunda tomara decisiones
basadas en el papel que jugó la intervención de Estados Unidos en el conflicto colombiano.
Es importante mencionar, que, aunque las decisiones fueron tomadas por los presidentes de
la época Andrés Pastrana Arango y Álvaro Uribe Vélez, los integrantes que conformaban la
comisión no mostraron mayor interés en evaluar la relación de Colombia y Estados Unidos
frente al conflicto y no limitarse a una sola decisión. Con lo anterior se evidencia que,
aunque la Comisión Segunda es la encargada de abordar ciertos temas afines a la Política
Exterior, en el periodo 1998 – 2006, surge una contradicción en cuanto de las decisiones y
proyectos aprobados, la única decisión afín a la política exterior fue el Informe de Gestión
que se solicitó a los Cancilleres.

Tabla 5. Proyectos de ley que fueron sancionados como ley por la Comisión Segunda
Constitucional de la Cámara de Representantes y el Senado de la República de
Colombia entre 1998-2006.
Año

Sinopsis

1999-02-24

Autoriza partidas presupuestales para el mantenimiento y conservación de la
Basílica del Señor de los Milagros, del municipio de San Benito Abad,
Departamento de Sucre.

2000-03-29

Declara monumento nacional y patrimonio histórico el templo parroquial
Nuestra Señora de Chiquinquirá, ubicado en el municipio de Angostura,
departamento de Antioquia, en la diócesis de Santa Rosa de Osos.

2000-05-02

El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Transporte, y en desarrollo
del artículo 6° "Sector Transporte" de la Ley 508 de 1999 "Plan Nacional de
Desarrollo", ordenará la construcción de la carretera Túnel de Occidente‑ San
Jerónimo-Sopetrán y la pavimentación del tramo comprendido entre los
municipios de Belmira‑ Horizontes‑ Sopetrán en el departamento de
Antioquia. En ambas obras se ubicarán sendas placas en conmemoración de
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los ciento cincuenta años (150) de nacimiento del ingeniero José María Villa.
2001-07-25

Las áreas que integran el sistema de parques nacionales naturales y las
reservas forestales nacionales, ubicadas en las zonas de frontera no podrán ser
objeto de sustracciones parciales sino en virtud de previa resolución del
Ministerio del Medio Ambiente, debidamente sustentada en estrictas razones
de interés social y con el objeto de promover el desarrollo sostenible regional.
Por tal razón, la decisión administrativa estará fundamentada en un estudio de
impacto ambiental que analice los impactos naturales y socio-culturales de la
sustracción y determine los planes, programas y acciones para evitarlos o
minimizarlos, así como las actividades económicamente sostenibles que se
permitirán en la zona sustraída.

2001-07-31

La Nación y el Congreso se asocian a la celebración del nonagésimo octavo
aniversario de la fundación del municipio de Albán, Cundinamarca, y rinden
reconocimiento a sus primeros pobladores. Se autoriza al Gobierno para
concurrir a las siguientes obras:
1. Mejoramiento de la malla vial vía Jorge Ferro-Río Namay.
2. Dotación e implementación de los centros de salud en las veredas Namay
Alto y Chimbe, así como en el municipio de Albán.
3. Dotación tecnológica de las bibliotecas municipales y de las escuelas y del
Centro Recreativo y Cultural.
4. Creación, apoyo y divulgación del Programa Turismo Ecológico
Alternativo.

2001-08-06

La Nación se asocia a la celebración de los 458 años de la fundación del
municipio de Tocaima y honra la memoria de su fundador, Hernán Vanegas.
Este municipio como despensa agrícola, será objeto de cuidado por parte de
las autoridades nacionales. El Gobierno Nacional, a través del Fondo Nacional
de Regalías, asignará los recursos necesarios para la construcción de un
Centro de Acopio de productos agrícolas en el caso urbano del municipio. Se
autoriza al Gobierno Nacional para efectuar las operaciones presupuestales
necesarias para la realización de obras de interés público.

2001-09-04

El presente proyecto de ley, busca ajustar la legislación Nacional a la
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Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Producción y
Transferencia de Minas Antipersonales y sobre su Destrucción. Para ello cada
Estado parte se compromete a:
1. Nunca y bajo ninguna circunstancia emplear, desarrollar, producir, adquirir
de un modo u otro, almacenar, conservar o transferir a cualquiera mina
antipersonal o ayudar, estimular o inducir a cualquiera a ello.
2. Destruir o asegurar la destrucción de todas las existencias de minas
antipersonales.
3. Destruir o asegurar la destrucción de las minas antipersonales colocadas en
zonas minadas que estén bajo su jurisdicción o control.
4. Proporcionar asistencia para la destrucción de las existencias de minas
antipersonales, limpieza de zonas minadas y programas de sensibilización al
peligro de las minas, así como para el cuidado, la rehabilitación y la
reintegración económica y social de las víctimas de las minas.
5. Imponer sanciones penales para prevenir y reprimir cualquier actividad
prohibida por la Convención cometidas por personas en territorio bajo su
jurisdicción o control.
2001-09-10

Se declara el presente proyecto de honores en conmemoración de los cien años
de la consagración de Colombia a Jesucristo y a su Sagrado Corazón, el 22 de
junio de 1902 como propuesta nacional de paz. La Nación colombiana,
respetando la libertad de culto y reconociendo el tradicional arraigo de esta
devoción en las mayorías nacionales, declara el último domingo del mes de
junio de 2002 como día especial para rendir honores a Jesucristo y su Sagrado
Corazón.

2001-09-28

El objetivo de este proyecto está enfocado en rendir homenaje al Arte
Nacional y a sus representantes, quienes transmiten su mensaje a través de
diferentes muestras que proyectan nuestras raíces. Durante el mes de octubre,
podrán presentarse en espectáculos y exposiciones las personas con
nacionalidad colombiana. Las emisoras y los programas, durante este mes
dedicaran espacios mínimos de (30) minutos diarios para exaltar el arte
nacional. Los medios de comunicación escritos, brindaran desde sus páginas
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un espacio mínimo de media página a los artistas nacionales. Los escenarios
serán facilitados gratuitamente a las agremiaciones y organismos legales que
agrupen artistas. Parágrafo. Los alcaldes otorgaran permisos para el uso de
escenarios oficiales. Además, debe ser propósito general transmitir un mensaje
de paz y concordia entre los colombianos.
2002-10-29

Declara el tercer viernes del mes de marzo de cada año, día nacional de la
Música Colombiana. Para tal efecto, los Gobiernos Nacional, Departamental
y Municipal, rendirán, en cada región, tributo a los compositores e intérpretes
de la música vernácula y expresarán público reconocimiento a su vida y obra,
al igual que se divulgarán por los diferentes medios de comunicación sus
respectivos aires musicales.

2002-10-31

Este estatuto tiene por objeto la creación de las condiciones legales especiales
para la promoción y el desarrollo económico y social de los habitantes del
Departamento Archipiélago de San Andrés Providencia y Santa Catalina, que
les permita su supervivencia digna conforme a lo reglado por la Constitución
Nacional y dentro de sus particulares condiciones geográficas, ambientales y
culturales.

2003-05-26

Establézcase como el Día de los Héroes de la Nación y sus familias, el día 19
de julio de cada año, para que las autoridades Civiles, Militares, de Policía y
Eclesiásticas realicen ceremonias con la presencia de los beneficiarios de la
presente ley y exalten sus logros y en agradecimiento a sus familias.

2003-07-20

Esta ley responde a los propósitos y exigencias del artículo 221 de la
Constitución Política, señalando los requisitos para el desempeño de los
distintos cargos de los funcionarios de la Jurisdicción Penal Militar.

2003-09-16

Declárese el "Templo y el Centro Madre Laura de Santa Catalina de Sena",
ubicado en el barrio Belencito de la Comuna Trece de Medellín, como
Patrimonio Religioso, Histórico y Cultural de la Nación. Así como levantar
una Placa Conmemorativa al interior del Centro.

2003-10-04

Modifica el numeral 2 del artículo 1º de la Ley 68 de 1993 quedará así: 2. Seis
miembros elegidos por el Congreso Nacional así: tres (3) por el Senado de la
República y tres (3) por la Cámara de Representantes. Uno (1) de los elegidos
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por el Senado y uno (1) de los elegidos por la Cámara de Representantes
deberán ser miembros de la respectiva Corporación y dos (2) de ellos, por
cada Cámara, pertenecerán a la Comisión Constitucional Permanente que se
ocupe de las Relaciones Exteriores.
2003-12-02

Por medio del cual se declara Monumento Nacional el Puente Reyes Boyacá.

2004-03-16

Artículo 1°. Declárese patrimonio Histórico y Cultural de la Nación el
Municipio de Pore, ubicado en el departamento de Casanare.
Artículo 2°. La Nación a través del Ministerio de Cultura, contribuirá a
proyectar el Municipio de Pore a nivel nacional e internacional, promoviendo
el turismo histórico y exaltando el valor de ser el espacio geográfico en donde
se forjó la gesta libertadora.
Artículo 3°. Solicítese al Gobierno Nacional, efectuar las apropiaciones
presupuestales que se crean pertinentes, para el fomento de las diversas
actividades encaminadas a posicionar a Pore como destino Histórico Turístico.

2004-03-17

El Gobierno Nacional a través de la cancillería presentará anualmente a las
Comisiones Segundas de Relaciones exteriores de Senado y Cámara y dentro
de los primeros treinta días calendario posteriores a cada período legislativo
un informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y
desarrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por Colombia.
Estos informes deberán contener una exposición de las acciones adelantadas y
resultados obtenidos en cada semestre. Las Comisiones Segundas de Cámara y
Senado, podrán solicitar a los Ministerios o entes responsables de los informes
definidos en esta ley, la ampliación de dichos informes en términos del
establecimiento de indicadores de gestión para la medición de la eficacia del
Convenio.

2004-03-25

Busca corregir una condición de la Ley 76 de 1993 la cual dice que los
colombianos residentes en el exterior solo podrán obtener asistencia jurídica y
social de los consulados, si en el área en la que se encuentran éstos, hay una
población de más de 10.000 colombianos. Se busca hacer una excepción con
aquellos lugares del mundo donde la población de colombianos no es tan alta.

2004-08-03

El objeto del proyecto es otórgales algunos beneficios a las familias de los
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Héroes de la Nación, así como la de complementar las ya establecidas en la
Ley 14 de 1990 para los veteranos de la Fuerza Pública, y crear un concejo de
veteranos y familiares de los Héroes de la Nación para otórgale participación a
la sociedad civil en la construcción de una política pública en esta materia.
2004-09-08

Declara al municipio de Manizales y a sus habitantes como origen y gestores
de la tradición taurina en Colombia y en América y reconózcaseles en todas
sus expresiones culturales y artísticas como parte integral de la identidad y de
la cultura del departamento de Caldas. El Gobierno Nacional a través del
Ministerio de la Cultura contribuiría al fomento nacional e internacional,
promoción, sostenimiento, y desarrollo de la Feria de Manizales, como
también apoyará el fortalecimiento del Programa Semillero Taurino, en la
ciudad de Manizales, departamento de Caldas.

2004-10-26

Busca asociar a la Nación en la celebración de los 40 años de fundación del
Departamento del Guainía, declarar patrimonio cultural y arqueológico de la
Nación a Los Cerros de Mavicure, El Fuerte de San Felipe, los petroglifos,
ubicados en Caranacoa río Guainía, Merey río Atabapo, raudal Venado río
Guainía, Tonina río Guainía, raudal Guacamaya río Guainía, raudal
Guarinuma río Guainía, Coco Viejo río Inírida, Campo Alegre río Cuyarí y
raudal Piña caño Yarí. Declarar patrimonio de la Orinoquia Colombiana y del
Departamento del Guainía, a La Flor de Inírida como símbolo regional de la
flora Declarar patrimonio de la Orinoquia Colombiana y del Departamento del
Guainía, a La Flor de Inírida como símbolo regional de la flora. Única en su
especie en el territorio Nacional y ordenar

su preservación. Realizar un

reconocimiento y homenaje especial con la presencia de las autoridades
políticas, civiles, militares y eclesiásticas del Departamento del Guainía.
2004-12-01

El objeto del proyecto es reconocer e incorporar dentro del patrimonio cultural
de la Nación “El Festival de la Cultura Wayuu”. El proyecto considera con
razón, que el Festival de la Cultura Wayuu es una expresión cultural que
enriquece la cultura colombiana, al mismo tiempo que constituye una
demostración de la vitalidad de un pueblo que permanece conservando
identidad, no obstante los negativos impactos del proceso colonizador y de la
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dinámica actual de desarrollo que con sus relaciones mercantiles y salariales,
afecta las formas tradicionales de organización del trabajo y la sociedad
Wayuu.
2005-04-20

El Proyecto de ley busca rendir un sentido y merecido homenaje a la memoria
de los magistrados y servidores públicos, víctimas del holocausto del Palacio
de Justicia al cumplirse el próximo seis (6) de noviembre 20 años de su
fallecimiento. El proyecto de ley se basa en el deber de recordar que le
incumbe al Estado, a fin de protegerse contra esas tergiversaciones de la
historia que llevan por nombre revisionismo y negacionismo; en efecto, el
conocimiento por un pueblo de la historia de su opresión forma parte de su
patrimonio y debe por ello conservarse. Tales son los principales objetivos del
derecho a saber, como derecho colectivo.

2005-04-26

Autoriza al Gobierno Nacional para que incluya dentro del Presupuesto
General de la Nación las partidas presupuestales para el Fondo de
Publicaciones del Congreso de la República, Senado, con el fin de publicar
una edición de 2.500 ejemplares que difundan, entre otros aspectos de la vida
de Su Santidad, las 14 Encíclicas Papales de Juan Pablo II como mensaje de
reconciliación entre las naciones y como ejemplo de respeto a la libertad de
cultos. 2.000 ejemplares de dichos libros se repartirán entre bibliotecas
públicas, parroquias y comunidades religiosas del país.

2005-08-17

El Gobierno Nacional especialmente, a través del Ministerio de Transporte y
sus entidades adscritas o vinculadas, coordinará la implementación
permanente de programas y campañas de educación y capacitación en relación
con las normas de tránsito y trasporte, seguridad vial y saneamiento ambiental,
dirigidos a los conductores de servicio público y privado en el país.

2005-08-17

Autoriza al Gobierno Nacional, para que en cumplimiento del artículo 102 de
la Ley 715 de 2001 incluya dentro del Presupuesto General de la Nación las
partidas presupuestales para concurrir al mantenimiento, funcionamiento y
dotación de dicho escenario deportivo.

2005-09-06

Declárese patrimonio histórico y cultural de la Nación a la Institución
Educativa Santa Librada del municipio de Neiva, departamento del Huila.
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Autorizase al Gobierno Nacional, para que a través del Ministerio de Cultura,
contribuya al fomento, promoción, divulgación, desarrollo y financiación de
los valores culturales que se originen alrededor de la cultura y del folclor
colombiano y El Congreso de la República de Colombia, concurre a la
declaración de patrimonio histórico y cultural de la Nación a la Institución
Educativa Santa Librada del municipio de Neiva, departamento del Huila,
emitiendo en nota de estilo un pergamino que contenga el texto de la presente
ley.
2005-09-20

Autoriza al Gobierno Nacional, para que a través del Ministerio de Cultura,
contribuya al fomento, promoción, protección, conservación, divulgación,
desarrollo y financiación de los valores culturales de la Nación.

2005-11-01

Este proyecto de ley tiene como principal objetivo suplir y subsanar los vacíos
y falencias en la aplicación del Decreto 1790 de 2000, el cual regula la carrera
de personal de oficiales y suboficiales de las Fuerzas Militares. En la
aplicación de dicho decreto se han evidenciado algunas circunstancias que han
hecho difícil y engorroso el cumplimiento de las disposiciones que en el
decreto se contemplan. Vivida la experiencia de dichos cambios, el Ministerio
de Defensa Nacional, las Comandancias de las Fuerzas Militares y este
servidor, nos unimos para que conjuntamente presentáramos el presente texto,
que permite corregir algunas falencias que se han venido evidenciando en el
normal transcurrir de la carrera militar.

2005-11-16

Autoriza al Gobierno Nacional, para que a través del Ministerio de Cultura,
contribuya al fomento, promoción, protección, conservación, divulgación,
desarrollo y financiación de los valores culturales de la Nación.
Fuente: elaboración propia Datos: congresovisible.org

Con la información presentada en la tabla se puede deducir que el alcance que tuvo la
Comisión Segunda durante el periodo analizado en cuanto al ámbito de política
internacional fue casi nulo, ya que de todas las leyes presentadas solo la (2004-03-17) hace
parte de la política internacional, y en este sentido permite saber las gestiones realizadas
por los cancilleres durante su periodo de gobierno. Sin embargo, aunque para el periodo de
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tiempo analizado se hubiesen tomado decisiones internacionales con gran repercusión en el
país como lo fue el plan Colombia, se podría decir que la Comisión Segunda no fue
funcional a la hora de ejercer sus funciones, hecho que permitió acercarse más a un estilo
presidencialista en el manejo de la política exterior.

Además de ello, es importante analizar que, aunque los proyectos desarrollados estuvieron
enfocados en asuntos internos, no todos eran de gran relevancia para el país. Algunos de
estos proyectos se enfocaron en termas de tipo cultural que de cierta forma podrían ser
reemplazados por proyectos que estuvieran dirigidos hacia la política exterior que tenía
Colombia con Estados Unidos. La realización de este tipo de proyectos resto importancia
en la toma de decisiones para la Comisión Segunda y se puede evidenciar que el interés de
sus miembros estaba direccionado específicamente hacia la conservación de la cultura y la
arquitectura nacional.

El arte nacional, el patrimonio histórico, la celebración de diferentes ferias entre otros
asuntos, podrían haber sido pensados como temáticas secundarias para ejecutar proyectos y
tomar decisiones, en este caso la comisión segunda debió enfocarse en la relación bilateral
en torno al conflicto ya que era una situación que necesitaba atención y había cobrado
importancia para Colombia en esta época.

2.6 Ministros de Relaciones Exteriores
Este apartado hace alusión al cargo más importante dentro del Ministerio de Relaciones
Exteriores; los cancilleres son la mano derecha del presidente respecto a este tema
específico. Por esto es pertinente el análisis de los cancilleres de los presidentes Pastrana y
Uribe, en aras de determinar acciones o rasgos afines al paramilitarismo. Para este caso en
particular se estudiarán los dos cancilleres con más duración o los más emblemáticos, los
cuales son Guillermo Fernández de Soto y Carolina Barco Isakson.

64

Tabla 6. Cronología de los Ministros de Relaciones Exteriores 1998-2006
TIEMPO

NOMBRE

PARTIDO
POLÍTICO

HOJA DE VIDA

1998 2002

Guillermo R.
Fernández de
Soto

Partido
Conservador

En El año de 1989 fue Secretario
General de la delegación colombiana
ante las Comisiones Nacionales de
asuntos
fronterizos
colombovenezolanos.
Entre los años de 1993-1998 se
desempeñó como presidente de la
Cámara de Comercio de Bogotá (CCB).
Del año 1998 al 2002 ejerció el cargo de
Ministro de Relaciones Exteriores en
Colombia.
Finalmente para los años 2002-2004 fue
designado como Secretario General de
la Comunidad Andina de Naciones
(CAN).

2002 2006

María
Carolina
Barco Isakson

Partido Liberal Posee un bachillerato en sociología y
economía del Wellesley College en
Massachusetts, además de un Máster en
Planeamiento de Ciudades en la
Universidad de Harvard y un Máster en
Negocios en el Instituto de Empresas de
Madrid.
En la década de los 90, su prestigio
como investigadora la llevó a realizar
estudios para el PNUD y los Ministerios
de Desarrollo Económico, Medio
Ambiente y Cultura.
En 1998, fue designada como Directora
Distrital de Planeación, por el entonces
Alcalde Mayor de Bogotá Enrique
Peñalosa, cargo que finalizó en el 2001.
Durante la administración del presidente
Álvaro Uribe, fue nombrada como
Ministra de Relaciones Exteriores en
Colombia, entre el 2002 y 2006.
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Posteriormente, fue nombrada como
Embajadora de Colombia en los Estados
Unidos, posición que tuvo hasta el 2009.

2006 - …

María
Consuelo
Araujo Castro

Partido

En el 2010, se incorporó al Banco
Interamericano de Desarrollo (BID),
como coordinadora de la Plataforma de
Ciudades Emergentes y Sostenibles.
Egresada de la Facultad de Finanzas y
Relaciones Internacionales de la
Universidad Externado de Colombia.
Además, posee una especialización en
Gobierno, Gerencia y Asuntos Públicos,
obtenida en la Universidad de Columbia
en Nueva York.
Además, tiene una Maestría en Alta
Dirección Empresarial – PADE, de la
Escuela de Dirección y Negocios
INALDE, Universidad de La Sabana.
Del 2002 al 2006, asumió la dirección
del Ministerio de Cultura.
En el 2003, fue escogida por el World
Economic Forum como una de los 100
líderes del mañana, y en el 2005 como
joven líder global.
Entre los años 2006 y 2007 fue Canciller
en Colombia, siendo la Ministra de
Relaciones Exteriores.
Entre sus cargos además se encuentran
el de ser presidenta de la minera Gran
Colombia Gold, ser la directora del
Jardín Botánico (primer mandato de
Peñalosa), y directora del Instituto
Distrital de Recreación y Deportes
(segundo mandato de Antanas Mockus).

Fuente: Elaboración propia Datos: congresovisible.org
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Informes de gestión de los cancilleres
El Informe de Gestión15 es un documento elaborado por la Cancillería, el cual contiene los
hechos y sucesos más relevantes ocurridos durante el período o cargo en el cual se
desempeña cada Ministro de Relaciones Exteriores, con el fin de dar a conocer los
resultados de su gestión en temas asociados a la Política Exterior del país, y asimismo
entablar relaciones y Tratados de Libre Comercio (TLC) con otros países. Por tal razón el
Ministerio de Relaciones Exteriores en cumplimiento de las disposiciones legales, realiza
anualmente una evaluación transparente de las actividades públicas llevadas a cabo con el
fin de medir el desempeño, el impacto y los resultados de su gestión (Cancillería.org).

A continuación, en los documentos correspondientes a las Memorias al Congreso, se hará
énfasis en los Informes de Gestión de los cancilleres Guillermo Fernández de Soto y María
Carolina Barco, cancilleres que estuvieron al frente del Ministerio de Relaciones Exteriores
en el periodo de 1998 – 2006.


Guillermo Fernández de Soto

El canciller Guillermo Fernández de Soto fue figura ejemplar dentro del gabinete del
expresidente Andrés Pastrana, por su destacada formación académica y obra durante su
periodo ejerciendo este cargo. La coyuntura internacional se vio marcada por la lucha
contra el narcotráfico y los grupos al margen de la ley (FARC, AUC y ELN, para el caso
colombiano); el canciller resalta la capacidad de estos problemas internos en el ejercicio de
la política exterior.

En esta medida, Guillermo Fernández hace hincapié en la necesidad de controlar o erradicar
los grupos insurgentes (con énfasis en las FARC) en aras de defender la institucionalidad
democrática. Lo anterior conlleva a su vez en desarrollar diplomacia de alto nivel con los
países fronterizos, que vele por la garantía de los Derechos Humanos y el Derecho
Internacional Humanitario.

15

El Informe de Gestión se comenzó a exigir a la Cancillería a partir del año 2002
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Respecto al tema FARC y AUC, el ex canciller resalta la capacidad del país con la
estrategia “diplomacia por la paz”, la cual consiste en la información previa de acciones
guerrilleras en los países con relaciones diplomáticas. Este hecho se constató durante las
negociaciones en el Caguán, ejerciendo guerra diplomática contra las FARC. El grupo
AUC no aparece marcado en el ejercicio del canciller.

A su vez el canciller mostro su opinión frente al conflicto interno mediante la entrevista en
el periódico el País, la cual dijo “el ministro dice que ya no se habla con las FARC, sino
que se negocia, y que ese paso hay que darlo ahora con la segunda guerrilla del país, el
Ejército de Liberación Nacional (ELN). ¿Y los paramilitares? "Las autodefensas, o como
usted las denomina, son fruto de la degeneración del conflicto colombiano. Son actores del
conflicto, pero cada día tiene su afán. De momento tenemos que convencerlos [a los
paramilitares] de que le den una oportunidad al proceso abierto con la guerrilla", responde
el canciller colombiano, que, aunque reconoce el carácter de los grupos paramilitares como
actores armados, no despeja la incógnita de si Andrés Pastrana estaría dispuesto a reconocer
el carácter político de los paramilitares y, por lo tanto, sentarlos en una mesa de
negociación. Algo que la guerrilla ya ha anunciado que no entra en su catálogo de
escenarios posibles.”(Nadal, 2000), lo cual evidencia una postura acorde con la política
presidencial, y se muestra un enfoque total frente a las FARC dejando de lado la resolución
de conflicto con otros grupos al margen de la ley.


María Carolina Barco Isakson

La canciller estuvo al frente del Ministerio de Relaciones Exteriores en el periodo
presidencial de Álvaro Uribe, en el cual se destaca el rol de Estados Unidos en la política
exterior colombiana. María Carolina Barco desempeñó sus labores en el marco de la
Seguridad Democrática del expresidente Uribe, teniendo en cuenta a su vez al expresidente
George Bush como aliado estratégico.

Durante su periodo de gestión, el gobierno hizo alusiones al conflicto armado dentro de sus
estrategias de política exterior. Estados Unidos y la ONU fueron actores clave en la
búsqueda de ayuda internacional en aras de combatir los grupos insurgentes
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(principalmente las FARC). Las labores de la ONU se centraron en la desmovilización,
reparación y justicia de las víctimas del conflicto armado, más no la intervención directa
contra los grupos insurgentes.

Por otro lado, el Gobierno Uribe, junto con Carolina Barco pidieron apoyo de los países
vecinos en asambleas con organismos internacionales a la hora de presentar actos terroristas
de las FARC, más no querían que estos proclamaran a las FARC como actor terrorista. Lo
anterior denota la estrategia que ejerció el gobierno en la búsqueda de ayuda internacional,
alejada de una estrategia de seguridad regional.

2.7 ¿Una política exterior ejemplar?
La relación con Estados Unidos tuvo resultados positivos en cuanto a la creación de
estrategias de cooperación bilateral como el Plan Colombia; sin embargo, la política
exterior entre estos dos países no fue un tema relevante para la Comisión Segunda, incluso
cuando esta se encarga de evaluar asuntos o situaciones de Colombia en el escenario
internacional. Se puede afirmar que en la comisión no se plantearon objetivos y proyectos
claros que respondieran ante la situación que el país atravesaba, la paz o el conflicto no
eran temas relevantes para la creación de nuevos proyectos. Como consecuencia la
dirección de sus proyectos se enfocó en temas netamente secundarios.

Lo anterior se evidencio cuando el presidente Andrés Pastrana decidió internacionalizar la
búsqueda de soluciones al conflicto armado ante la preocupación y la tentativa de
intervención internacional (Rojas, 2009. p.115). Este tipo de alternativas podrían haber sido
propuestas por la Comisión Segunda, ya que se trataba de un tema específicamente
internacional, sin embargo, no se planteó ningún tipo de proyecto de ley refiriéndose a la
decisión, dejando en evidencia la falta de claridad en los objetivos de dicha Comisión.

A pesar de que la política exterior para la época era uno de los asuntos primordiales para el
país, la incoherencia en algunos aspectos muestra que la misma no tiene un hilo conductor.
La comisión segunda, en primer lugar, no respondía a las necesidades del país para la
época, además la falta de direccionamiento afecto la gestión de proyectos que podrían
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fortalecer la política exterior frente a Estados Unidos, quien era el principal interesado en
coordinar estrategias que beneficiaran a Colombia.

Es de notar que el concepto de política exterior no se consolidó de la misma forma para
todas las instituciones encargadas de evaluar y tomar decisiones intrínsecamente
relacionadas con la visibilidad internacional que estaba teniendo Colombia para la época.
Esto evidencia la debilidad en la percepción de los intereses nacionales, ya que no existía
un mismo lineamiento entre los intereses de las comisiones creadas para estos asuntos y las
decisiones tomadas por el presidente.

Vale le pena mencionar que en la recopilación e investigación del tema, se encontró
descoordinación en las entidades oficiales y extraoficiales de las cuales se extrajo la
información, haciendo difícil encontrar la información que se supone es de carácter público
y de fácil acceso, se verificó en el momento de solicitar la información y descubrir que las
bases de datos no tenían los temas concretos y que le hacía falta información a la base de
datos suministradas; ejemplo de lo anterior son las carreras universitarias de los miembros
de la comisión segunda.

Esto causa curiosidad a la hora de investigar, por varias razones, la primera es verificar la
poca visibilidad y desarrollo que el país ha tenido durante varias décadas en aspectos de
política exterior, segundo la descoordinación y falta de información organizada y
sistematizada de las instituciones a cargo de la política exterior del país, que en general
demuestran ser un área de formalidad, pero se descubrió en la investigación que perciben
un vacío y falta de conectividad en el suministro de información y datos específicos claves
para el desarrollo básico de investigación de la política exterior de un país.
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CAPÍTULO III

3. EL MAL MENOR FRENTE AL MAL MAYOR: ESTRATEGÍAS PARA LA
BANALIZACIÓN

DEL

PARAMILITARISMO

COMO

AMENAZA

TERRORISTA

Este capítulo analizara la política exterior de la época bajo cuatro ejes los cuales son: Plan
Colombia, estatuto antiterrorista, visión internacional, discursos de los grupos
paramilitares. Estos cuatro ejes ayudarán a ejemplificar y demostrar como la política
interna del país se internacionalizo. Además mostrará la forma en la que las instituciones y
el desarrollo de nuevas políticas creaban la falsa percepción de que grupos terroristas como
las FARC eran peores que las AUC. El estatuto antiterrorista es un ejemplo claro de cómo
las modificaciones e interpretaciones de las leyes lograron dar cabida al discurso de las
AUC, permitiendo que se mostrarán como un grupo inofensivo sin tener en cuenta que en el
escenario internacional ya habían sido catalogados como un grupo terrorista, lo cual
significa una contradicción y una amenaza para la seguridad nacional.

3.1 Plan Colombia
Como se mencionó anteriormente, el narcotráfico constituyó un eje central de los
problemas del país, dado que este era un generador de violencia masivo por las utilidades
de tal negocio. El nivel de preocupación era tal que la ayuda de Estados Unidos, en pro de
erradicar este problema se hizo ver a principios del siglo XIX con el Plan Colombia. Sin
embargo, el narcotráfico no es un problema simple, dado que este no sólo es un tema
nacional, sino que incide regional, incluso globalmente. La situación del Plan Colombia
refleja el interés de Estados Unidos por eliminar el narcotráfico en cualquier presentación,
siendo las FARC el principal exponente de esa causa. Dentro de esta actividad se
encuentran las AUC, el ELN y demás grupos subversivos, incluso terratenientes en las
zonas rurales del país. Para dar solución a dicha problemática, el Plan Colombia se plantea
la estrategia antinarcóticos, que involucraba a las Fuerzas Militares. El conjunto de
operaciones de esta estrategia involucró a su vez a la fuerza aérea, fuerza marina,
erradicación de cultivos, entre otras (Aristizabal, 2006, p. 58).
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Uno de los procesos por los cuales Colombia tuvo una intervención internacional (en este
caso por parte de los Estados Unidos), se debe a la imagen deteriorada e inestable que el
país expuso. Esta imagen, según Rojas, (2009) refleja un “estado cuasi fallido” o en riesgo
de colapsar ante la precariedad institucional, la pérdida de control territorial y la crisis de
legitimidad (p.2). Esto logró ser utilizado por parte del gobierno del ex presidente Andrés
Pastrana como parte de su proyecto político de internacionalizar el conflicto y tener una
intervención directa para el país como parte de un ideal político.

En un principio, los objetivos del Plan Colombia eran erradicar la guerrilla, impedir que se
consolidara un proyecto nacionalista que afectara los intereses hegemónicos del país y
conseguir libre acceso a los recursos petrolíferos venezolanos, motivo por lo cual debían
terminar con todos aquellos movimientos sociales que representaran un obstáculo para los
intereses neoliberales de los Estados Unidos (Rodríguez, 2010, p. 247).

Según Rodríguez (2010), en el periodo presidencial de Álvaro Uribe Vélez 2002-2006, se
ejecutó el Plan Colombia con un total de US 13.000´000.000, de los cuales el 80% se
destinó a programas militares, antinarcóticos y terrorismo, y el 20% restante fue destinado a
programas de desarrollo social y alternativo. Sin embargo, del total destinado al Plan
Colombia, Estados Unidos aportó aproximadamente US 5.000´000.000, mientras que los
US 8.000´000.000 restantes provinieron del gobierno colombiano y de Europa (p. 229).

Dentro de esta de inversión el mayor porcentaje se focalizo principalmente en la guerrilla,
para la administración de “Bush en el 2006 se le sumaron otros 90 millones de dólares a la
guerra contra el terrorismo, entre los que se incluyen fondos para apoyar el plan patriota”
(Rojas, D. 2006). Plan que consistió en recuperar el territorio considerado por años la
retaguardia de las FARC y el cual tuvo su primera fase en el 2003, aunque Colombia
presentaba otros grupos terroristas a estos no se les dio mayor inversión para combatirlos.

72

3.2 Estatuto Antiterrorista
El acto legislativo 2 de 2003, por medio del cual se modifican los artículos 15, 24, 28 y 250
de la Constitución Política para enfrentar el terrorismo se conoció en su momento como el
estatuto antiterrorista. En él se establecía un padrón o censo de habitantes en zonas de
difícil orden público y permitía que, a través de una ley estatutaria se reglamentaran las
interceptaciones de comunicaciones o registro de correspondencia y demás formas de
comunicación privada, sin previa orden judicial (Corteconstitucional.gov.co, 2003).

Las modificaciones a los artículos previamente mencionados buscaban agilizar los procesos
operativos a la hora de capturar, buscar, indagar cualquier sospechoso que el gobierno así
dictara. Con la entrada del estatuto, se proponía argumentar la creación y el accionar de las
fuerzas armadas en su forma de operar para combatir el terrorismo, los delitos contra la
seguridad pública, y mejorar las operaciones en aquellos sitios del territorio nacional donde
no existía una autoridad judicial a la que se pueda acudir en forma inmediata, o donde el
acceso de los funcionarios ordinarios de policía judicial no sea posible por excepcionales
circunstancias de orden público.

Un autor reconocido para este proyecto de ley fue el ex ministro del interior y de justicia,
Sabas Pretelt de la Vega, condenado a 6 años de prisión por su responsabilidad en el delito
de cohecho, en el denominado escándalo de la “yidis política”(El Espectador, 2015).
Aunque la acusación que se le hace al exministro no tenga una asociación directa con el
proyecto de ley del estatuto antiterrorista, si hace cuestionar la legitimidad y la
transparencia de este proyecto de ley, ya que este tipo de proyecto generaba mayor
vulnerabilidad de corrupción por parte de los militares.

Aquellas medidas destinadas a combatir los grupos insurgentes y el terrorismo, trajeron
consigo una interpretación legal donde grupos paramilitares eran avalados como un grupo
de personas independientes que protegían ciertos intereses. Esto a su vez se puede
interpretar desde la perspectiva del estatuto antiterrorista como el aval para investigar y
gestionar cualquier investigación contra personas terroristas. No obstante, el discurso de las
AUC ha dado origen al concepto “parasubversivo” que puede ser cualquiera en desacuerdo
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de las AUC y sus diferentes componentes (Romero, 2010, p. 22); se puede afirmar que las
AUC constituyeron una forma de “policía rural” con el aval de la población.

Finalmente el estatuto antiterrorista fue declarado inconstitucional, lo que logro visualizar
cierto control de las entidades judiciales frente a la fuerte imagen de presidencialismo.
Causa interés que, habiendo sido declarado inconstitucional el estatuto, las AUC lograron
un ocultamiento y no fueron representadas como un grupo terrorista, del cual se necesitaba
generar una conceptualización específica para el caso colombiano.

3.3 Ley de Justicia y Paz: Estados Unidos y la Unión Europea hacia un desarrollo
débil del proceso.
La ley 975 de 2005 (más conocida como la Ley de Justicia y Paz o LJP) hizo parte del
proceso de desmovilización del expresidente Álvaro Uribe para grupos al margen de la ley,
lo que incluye guerrilla, grupos paramilitares y autodefensas. Dentro de sus artículos
principales se encuentran: Derecho a la justicia, derecho a la verdad, derecho a la
reparación y la desmovilización. Es importante resaltar que para llevar a cabo este
proyecto, el país necesitó la ayuda de la comunidad internacional y los actores que más
resaltaron durante este proceso fueron Estados Unidos y la Unión Europea, los cuales se
vieron reflejados en la diplomacia y manejo de política exterior del expresidente Uribe;
cabe destacar que LJP no contaba con los recursos nacionales necesarios para su realización
(Chica, 2007, p. 67).

Es importante resaltar la polémica desatada por la LJP, dado que esta fue flexible con los ex
paramilitares en cuanto a las penas imputadas. Esta visión es compartida por diversas
organizaciones de Derechos Humanos y entidades jurídicas a nivel internacional, como el
Estatuto de Roma y el Derecho Internacional Humanitario, al verse un vínculo de esta con
los paramilitares, siendo esta muy laxa (Pastrana, 2007, p. 3). En este sentido, las AUC
también se verían involucradas en la consolidación de la LJP.

Como se enunciaba en apartados anteriores, la política exterior de Colombia estuvo
vinculada a Estados Unidos y la presencia de este aliado dentro del proceso de paz fue
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relevante para su desarrollo; las acciones de Estados Unidos respecto a la LJP se limitan a
la justicia y la extradición (Aponte, 2011, p. 366). Este último recibe críticas dado que esto
no contribuye a dos de los artículos presentes en la ley; la verdad y la reparación. Para el
análisis de este factor es importante resaltar que, mientras los paramilitares se encontraban
negociando las posibles rebajas de pena con el Departamento de Justicia de Estados
Unidos, el gobierno colombiano señalaba que menos de la mitad de los postulados en la
LJP participaron en versiones libres, o audiencias en las cuales las víctimas tienen derecho
a ser partícipes del proceso de reparación de la ley (Semana.com, 2010).

La asistencia de Estados Unidos dentro del esquema de la LJP se presentó como una
salvaguarda y garantía de que los involucrados dentro de esta ley pagaran cárcel o pasaran
por instancia judiciales. Sin embargo, es importante tener en cuenta una declaración por
parte de Salvatore Mancuso, dentro de una audiencia con el Magistrado de Control de
Garantías Álvaro Cerón Coral, en la cual se anunció que Mancuso sería extraditado a
Estados Unidos sin haber pasado por la justicia colombiana, lo que se consideraba como un
desacato a la ley y evasión de los requerimientos judiciales para su caso (Comisión
Colombiana de Juristas, 2008, p. 1).

En complemento con lo anterior, es importante destacar el rol de los narcotraficantes en el
esquema de la LJP, que encontraron en esta un negocio. Como lo indica la revista Semana
(2008), los narcotraficantes más buscados del país usaban esta alternativa para escapar de la
persecución de las autoridades colombianas y, de paso, garantizar un arreglo que raya con
la impunidad de los delitos que han cometido en Colombia. Se resalta que dos
narcoparamilitares adelantaron negociaciones con la justicia de Estados Unidos para
someterse a la justicia de ese país.

Además del rol de Estados Unidos dentro de la LJP, el expresidente Uribe hizo énfasis en la
búsqueda de ayuda de la Unión Europea. Una evidencia de ello es el manejo de las
relaciones bilaterales con la Unión Europea, que tiene como eje central la cooperación en
materia de respeto a los Derechos Humanos, la protección de la biodiversidad y la lucha
contra la droga. No obstante, tras una serie de críticas a la LJP, España envió un
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comunicado a Colombia apoyando una iniciativa para crear una comisión que verificara los
resultados de la ley, el cual no tuvo respaldo por parte de la Unión Europea (Molano G. ,
2009).

Cabe mencionar la posición diplomática respecto al proceso de justicia y paz por parte de
parlamentarios europeos, la cual era de duda y crítica (Pastrana, 2007, p. 5). La experiencia
de los paramilitares involucrados en el proceso de la LJP dejó descontento para la
comunidad internacional, dada la flexibilidad de la justicia colombiana (Chica, 2007, p.
37). Para explicar este punto, se debe remitir esta posición con el concepto del
multilateralismo, bajo la cual se deben respetar mínimos internacionales para los DD.HH y
el DIH; si se refleja preocupación por parte de la comunidad internacional respecto a la
justicia colombiana(en este caso,en materia de desmovilización), la Unión Europea acoge
automáticamente esa posición. En este caso, la UE se acoge al principio de observancia del
multilateralismo (Chica, 2007, p. 75).

Para el caso particular de las AUC dentro de este proceso, es importante evidenciar las
ventajas que tuvieron aquellos que se acogieron a la LJP. Según Baquero (2014), altos
mandos de las AUC buscaron el reconocimiento por parte del Estado colombiano y el
gobierno de Estados Unidos como “delincuentes políticos” (p. 3) bajo la figura de la ley de
desmovilización, en aras de reducir el tamaño de sus crímenes a los ojos de la justicia
estadounidense.

3.4 Discursos de los jefes paramilitares
Algunos comunicados que se enviaron en el año 2002 por la Dirección Política y Militar de
las autodefensas, fueron los siguientes; el primero hacía referencia a una supuesta
discriminación por parte de la Comunidad Internacional contra los paramilitares16, y fue
expedido en el momento en que Estados Unidos pidió en extradición a varios jefes
paramilitares. El siguiente es un fragmento original de aquel discurso:

16

Comunicado titulado “Las AUC siguen siendo políticas y legítimamente válidas como interlocutores del
Estado en el conflicto colombiano”.
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Las Auc están hoy unidas en su gran mayoría a nivel nacional, y firmes en su lucha contra
la guerrilla, con mayor razón cuando a ella la Comunidad Internacional le sigue tolerando
su actitud inocultablemente terrorista y narcotraficante (Torres, 2015, p.105).

El segundo discurso enviado a finales del 2002, estaba dirigido a James Lemoyne, donde
las AUC manifestaban su inconformidad por la falta de respuesta de las Naciones Unidas a
su intención de iniciar un proceso de paz. El comunicado señalaba que la participación de
la ONU en el proceso que se iniciaba era fundamental. A continuación un fragmento del
comunicado:

Nos dirigimos a usted, en carta abierta, debido a que hasta el momento no hemos logrado
establecer ningún otro tipo de conducto (...) La dirigencia nacional de las Autodefensas
Unidas de Colombia, hemos reconocido, y lo hacemos nuevamente, la valiosa contribución
de las Naciones Unidas para la búsqueda de la solución política del conflicto que agobia a
nuestro país (Torres, 2015, p.106).

De esta manera, las AUC reafirmaban la presencia necesaria de Lemoye en el proceso, con
la siguiente frase:

Un proceso de paz que sin duda va a tratar temas trascendentes como los mencionados, que
comprometen intereses de la nación y de la comunidad internacional, requiere
necesariamente del acompañamiento activo de la Organización de Naciones Unidas. Por
esta razón, es nuestro sincero deseo poder contar con su presencia como acompañante y
veedor de los compromisos que hemos adquirido con Colombia y ante el mundo a partir del
pasado primero de diciembre de 2002 (Torres, 2015, p.106-107).

Cabe mencionar que los discursos de los paramilitares resultan siendo polémicos y
contraproducentes, en la medida que se hace mención al actuar de las guerrillas en cuanto a
narcotráfico y acciones terroristas. Sin embargo, en el imaginario colectivo del país, la
coyuntura se encontraba marcada por la lucha contra el terrorismo, lo que concordaba con
los discursos de las AUC y su llegada a las instancias políticas de Colombia.

Con lo mencionado anteriormente se argumenta que las AUC pensaron que tenían grandes
posibilidades de interactuar con las instituciones del gobierno y con actores terciarios,
como las organizaciones internacionales, ya que al haber firmado y llegado a unos acuerdos
en la mesa de negociación en Santa Fe de Ralito, ellos pensaron que se les otorgaría
algunos beneficios, dentro de los cuales estaba el poder participar en los escenarios de la
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política del país. Lo mencionado anteriormente se puede evidenciar en los diversos
comunicados que las AUC le enviaron al gobierno nacional y en el discurso que dieron tres
jefes paramilitares ante el Congreso de la República, donde sustentaban el porqué de su
actuar y las razones que los llevaron a ello. Además, otra evidencia se ve claramente
marcada en uno de los discursos que envían a la ONU donde solicitan la presencia de James
Lemoyne para mostrar y reiterar así su compromiso con el proceso de paz.

Ahora bien, se debe tener en cuenta que la ONU nunca mostró gran interés en el proceso de
paz entre el gobierno nacional y las AUC, mientras que por el contrario sí mostro un gran
interés entre el proceso de paz fallido del gobierno Pastrana y las guerrilla de las Farc, pero
la razón principal era que consideraba que en el proceso del gobierno Uribe hacía falta
claridad en los acuerdos, ya que se llegó a pensar que algunos de estos puntos no estaban
claros y que muchos de los paramilitares podrían llegar a quedar en la impunidad.

Como se mencionó anteriormente, la comisión del Estado Mayor de las AUC, la cual iba
representada por tres grandes jefes paramilitares (Salvatore Mancuso, Ernesto Báez y
Ramón Isaza), emitió un discurso en el Congreso de la República el 28 de Julio del 2004 en
defensa de la posición de las AUC, en el cual ellos declaraban lo siguiente:

Salvatore Mancuso
Las intervenciones realizadas por Salvatore Mancuso apuntaban a un escenario político,
con propuestas para avanzar en la búsqueda de la paz y así conseguir una salida negociada
al conflicto, que beneficiara a las AUC y al gobierno colombiano. Además, Mancuso
también expuso argumentos de su existencia y la de las AUC, sus acciones, e incluso la
violación del cese de hostilidades prometido en el 2002 al gobierno nacional. A
continuación se presentan algunos fragmentos obtenidos del discurso original del exjefe
paramilitar.

Vengo en irrenunciable misión de paz desde Santa Fe de Ralito, donde, con la bendición de
la Iglesia Católica y el apoyo de la OEA, de la comunidad internacional, del gobierno del
Presidente Álvaro Uribe Vélez y del Pueblo Colombiano, dimos inicio formal a este
histórico proceso de paz. Reafirmo aquí, que el compromiso patriótico de las AUC, por
salvaguardar una Colombia libre, digna, segura y en paz, sigue en pie, como lo reclaman
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millones de colombianos honestos y de buena voluntad, amantes de la libertad que confían
en nuestro movimiento nacional antisubversivo, y han depositado la defensa de su
seguridad en nosotros (Mancuso, 2004, p.1).
Ante el acecho constante de las guerrillas, recurrimos al derecho inalienable de la legítima
defensa, en aras de proteger nuestra existencia y nuestros bienes lícitamente adquiridos, que
representan el sustento presente y futuro de nuestras familias (Mancuso, 2004, p.2).
Las AUC compartimos y valoramos, muy positivamente, los principios humanistas, sabios e
iluminadores de Verdad, Arrepentimiento, Justicia, Memoria Colectiva, Reparación y
Perdón (Mancuso, 2004, p.3).
Los recientes hechos de barbarie cometidos por las Farc revelan la enorme dificultad que
representa para las AUC, cumplir con el estricto cese unilateral de hostilidades, declarado y
mantenido desde el primero de diciembre de 2002. El cese de hostilidades declarado por las
Autodefensas, no nos exime de la responsabilidad de defender a las poblaciones y regiones
de los ataques de las guerrillas, allí, donde el Estado no hace presencia (Mancuso, 2004,
p.11).

Ahora bien, con el discurso de Mancuso podemos argumentar que lo que pretendía el exjefe
paramilitar era que se justificará el actuar terrorista de las AUC en pro de la legítima
defensa, todo esto debido a la debilidad estatal para poder contener a la guerrilla de las Farc
y el Eln que hacían presencia en varias regiones del país; además también buscaba que las
AUC pudieran legalizar sus grandes fortunas, las cuales habían sido obtenidas mediante
métodos violentos. Sin embargo, aunque en los acuerdos se comprometían a reparar a las
víctimas a través de los principios humanistas de “verdad y arrepentimiento”, muchos de
estos puntos no se cumplieron y varios de ellos fueron encarcelados o extraditados.
Ernesto Báez
La intervención del exjefe paramilitar Ernesto Báez, trató cinco puntos importantes, entre
los cuales están “la verdad del narcotráfico”, punto que hace referencia al papel que juega
los recursos del narcotráfico en el conflicto, ya que como él mismo lo sustenta:
Los dólares ensangrentados de la chequera perversa del narcotráfico, siguen favoreciendo el
terrorismo y la muerte, financiando todas las atrocidades de la violencia común, guerrillera,
y paramilitar (Báez, 2004, p.2).

Continuando con su discurso, sostiene que avanzar hacia la solución política negociada con
todos los actores, permite a su vez, explorar estrategias para la erradicación de los cultivos
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ilícitos, que es el principio del fin del narcotráfico, y que asimismo las AUC están
dispuestas a cooperar con el empeño de la erradicación de las plantaciones ilegales.
Otro punto hizo referencia al “intercambio humanitario”, en el cual se habla de todos
aquellos que padecen la infamia del secuestro, y en su discurso exigió que todos aquellos
que se encuentren bajo la privación de su libertad sean liberados, mientras que el tercer
punto hizo referencia a como el enorme costo económico y social del conflicto armado ha
sumido a casi el sesenta por ciento del país en la pobreza y a la mitad de ella, condenada a
una situación de impiadosa exclusión social y miseria absoluta (Báez, 2004, p.4).
Los últimos puntos abordaron los temas de la “seguridad democrática”, donde las AUC se
comprometen a contribuir con el respaldo a los esfuerzos del gobierno en pos de la
seguridad, el sosiego y la confianza de todos los colombianos, y finalmente hacen hincapié
de que ya es hora necesaria para que las AUC se desmovilicen y se reinserten a la vida civil
(Báez, 2004, p.5-6).

De acuerdo a las declaraciones de Ernesto Báez podemos concluir que lo que busca es
continuar con las negociaciones donde se involucren todos los actores para asimismo dar
una solución definitiva al conflicto, y en este sentido buscar medidas para la erradicación
de los cultivos ilícitos que, como el mismo lo sostiene, son la principal causa de
financiamiento de la violencia guerrillera y paramilitar, asimismo quiere hacer ver a las
AUC como actores pacíficos y arrepentidos que buscan el fin de la violencia para poner fin
al costo social y económico que el conflicto ha dejado. Sin embargo todo lo que él
menciona se podría adjudicar a una estrategia de las AUC para poder evadir penas de
prisión y la extradición por delitos cometidos en el pasado.

Ramón Isaza
El exjefe paramilitar por su parte delegó su discurso a uno de los miembros de la Comisión
de Paz de la Cámara, en dicho discurso se justifica su comienzo en las filas de las AUC,
debido a la desatención de Estado frente al problema de seguridad que reclamaban los
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campesinos de la región, por la continua presencia de la guerrilla (Gómez y Restrepo,
2004).

Con lo anterior se piensa que pese a las acciones terroristas cometidas por los grupos
paramilitares, los exjefes de las AUC buscaban tapar estos hechos basándose en su
compromiso de obtener la paz mediante el dialogo con el gobierno nacional, donde además
mostraban su arrepentimiento y recalcaban que la culpa de todo era a causa de la violencia
que los había llevado a tomar esa decisión.

Otros comunicados que se dieron durante la época fueron:


Un acta de compromiso que se dio a conocer en una reunión de los comandantes de
las Autodefensas llevada a cabo el 13 de febrero del 2003, en la cual las AUC
estaban dispuestas a hacer un gran aporte para alcanzar la paz en el país, generando
condiciones que les permitieran creer en las fortalezas del Estado y sus
instituciones. A continuación un fragmento del comunicado:
En este marco, es el compromiso de cada uno de los Comandantes presentes y
firmantes que el Movimiento Nacional de Autodefensas llegará hasta el final en este
proceso de negociación, el cual conducirá a la reinserción a la vida civil del país
(Restrepo, 2006, p. 107).



Un comunicado entre el Gobierno y las AUC expedido el 21 de marzo del 2003, en
el cual se informaba a la opinión pública la reunión entre el equipo negociador de
las AUC y dirigentes de la Comisión del Alto Comisionado para la Paz, con el fin
de continuar la dinámica del proceso de acercamientos. Como conclusiones de este
encuentro se informó lo siguiente:
La fase exploratoria de diálogo entre el Gobierno y las AUC sigue avanzando para
sentar las bases de una negociación, con el propósito de llegar a una
reincorporación de los miembros de las AUC a la vida civil (Restrepo, 2006,
p.109).



El comunicado del Acuerdo de Santa Fe de Ralito, firmado el 15 de julio del 2003,
en el que el Gobierno Nacional y las AUC acordaron definir como propósito del
proceso el logro de la paz a través del fortalecimiento de la gobernabilidad
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democrática y el restablecimiento del monopolio de la fuerza en manos del Estado.
Para el cumplimiento de este propósito las AUC se comprometen a desmovilizar la
totalidad de sus miembros (Restrepo, 2006, p.112).


El comunicado del Acuerdo de Fátima llevado a cabo el 13 de mayo del 2004, tuvo
como fin establecer el lugar de la zona de distención para la negociación, el cual
luego de ser estudiado por los miembros del Gobierno Nacional y las AUC, se llegó
a la conclusión de optar por Tierralta, en el departamento de Córdoba.



Finalmente, otro de los comunicados tuvo que ver con el cese al fuego, en el cual
los comandantes de las AUC se comprometían a respetarlo, pero debido a la
presencia guerrillera en varias zonas, este acuerdo no se respetó.

Ahora bien, es importante tener en cuenta que tras los discursos de las AUC y sus
aspiraciones de beneficios políticos y judiciales, estos desaparecieron de las declaraciones
oficiales ya que no se cumplió con varios puntos de los que se habían pactado inicialmente,
entre los cuales se encontraban (Torres, 2015, p.161):


El no pago de prisión por crímenes cometidos



Blindaje contra la extradición hacia los Estados Unidos



Participación política



Conservación de sus fortunas

En este sentido, el tema de la extradición no se concretó en los acuerdos de paz, y es así
como a finales del 2002 Estados Unidos envió las primeras solicitudes de extradición en
contra de Salvatore Mancuso, Carlos Castaño, y la totalidad de los jefes paramilitares, los
cuales al día de hoy (11 de Agosto del 2017) se encuentran en las cárceles de Estados
Unidos, pagando penas por narcotráfico, o han sido asesinados. (Torres, 2015, p.190).

Ahora bien, es importante resaltar que pese a lo que el Gobierno Nacional le había
prometido a los jefes de las AUC respecto a los acuerdos de paz en cuanto a la extradición
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no se cumplió, y según el comunicado del exministro del Interior y de Justicia, Sabas
Pretelt de la Vega17 quien argumentó lo siguiente:
“De común acuerdo con el señor Presidente me correspondió personalmente un trabajo muy
duro y de alto riesgo: tuve que explicarles ( a los jefes paramilitares) que si eran solicitados
por crímenes cometidos en el exterior las Resoluciones de Extradición las firmaríamos sin
ninguna duda, pero que tendrían un parágrafo que suspendía la entrega al país requirente
siempre y cuando: devolvieran todos los bienes adquiridos ilícitamente, entregaran a todos
los secuestrados, desmontaran las actividades criminales y el narcotráfico, entregaran las
armas y como desmovilizados fueran a la cárcel y cumplieran todo lo establecido en la Ley
de Justicia, incluyendo el compromiso de no repetición, reparación a las víctimas, etc. El
día en que salieran de la cárcel y hubiesen cumplido la pena alternativa y la totalidad de la
ley, cesarían las condiciones ejecutorias de la resolución. Pero si no cumplían con la ley y/o
volvían a delinquir, se les extraditaba de inmediato” (Torres, 2015, p.149).

Sin embargo, Mancuso señala que el mayor incumplimiento por parte del Gobierno
Nacional en el proceso ha sido la extradición, y afirma que el presidente Álvaro Uribe la ha
utilizado para silenciarlos e incumplirles. Además, se reitera que con su salida del país, se
truncó la posibilidad de dar a conocer la verdad completa sobre el fenómeno del
paramilitarismo (Torres, 2015, p.150).
Cuando Mancuso habla de “la verdad del paramilitarismo”, se refiere a que al Estado no le
convenía que salieran a la luz pública algunos nombres de políticos y congresistas los
cuales habían tenido relaciones cercanas con estos grupos de AUC. Con lo anterior se
evidencia que, con la extradición de algunos paramilitares hacia Estados Unidos, se pensó
por parte del gobierno de Uribe que algunos de sus conocidos más cercanos se librarían de
verse salpicados por escándalos de parapolítica, y que asimismo muchos casos de
asesinatos y violaciones a los DDHH por parte de las autodefensas a órdenes de la élite
política quedaran en el olvido; sin embargo pese a la extradición de los mismos, estos
hechos años más tarde salieron a la luz y varios políticos fueron condenados.

Además, se debe anotar que la extradición no fue el único punto que se incumplió en los
acuerdos, ya que también a los jefes paramilitares se les quitó la posibilidad de ser elegidos
por voto popular debido a los procesos y condenas por delitos comunes, razón por la cual a
17

Sabas Pretelt ejerció el cargo de Ministro del Interior y de Justicia para el periodo del 2004-2006
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todos los desmovilizados de estos grupos paramilitares se les prohibió el derecho a la
participación política, y por si fuera poco, la LJP y las sentencias de las cortes establecieron
la obligación de reparar a las víctimas con los bienes legales e ilegales. A su vez, causa
curiosidad el hecho de la no aprobación del gobierno colombiano a la ayuda por parte de la
ONU y diversas ONG, para ejecutar los procesos de verdad, justicia y reparación que son
parte de la LJP, que promueve los cuestionamientos del proceso de desmovilización hacia
cuál es la real incidencia de esta ley para el gobierno colombiano en general.

Posición de terceros frente a los Acuerdos de Paz
Es importante destacar que tras las conversaciones efectuadas entre el Gobierno del
presidente Álvaro Uribe y las AUC, se gestionó apoyo por parte de terceros, los cuales
buscaban una salida negociada al conflicto, sin embargo la actitud de varios actores frente a
las negociaciones entre el gobierno del presidente Uribe y las AUC fue la siguiente:


Los Estados Unidos mantuvieron distancias frente al proceso y aunque no fue hostil
al mismo, tomó decisiones que incidieron en las negociaciones, las cuales fueron
pedir en extradición a los jefes de las AUC (principalmente a Carlos Castaño y
Salvatore Mancuso), a los cuales se les acusaba por el delito de narcotráfico.
Además, en el 2004 amenazó con congelar la ayuda militar al país mientras se
aclaraba la posición del gobierno colombiano frente a las extradiciones. En este
sentido, como lo afirmó en el 2005 el embajador William Wood, los Estados Unidos
respaldaron las negociaciones, pero bajo ciertas condiciones impuestas, las cuales
eran que los jefes de las AUC aceptaran la justicia, incluyendo el encarcelamiento
de culpables de delitos atroces y la extradición para quienes hubiesen quebrantado
las leyes estadounidenses. Al igual que la Unión Europea y las Naciones Unidas,
EE.UU. se opuso a las propuestas de marco jurídico que no establecían un castigo
efectivo a los responsables de graves crímenes contra los derechos humanos y el
DIH, pero apoyó financieramente el proceso de Reintegración.



Por su parte la UE no estuvo de acuerdo desde el principio con los puntos
establecidos en el acuerdo y fue crítica a dicho proceso, ya que consideró que las
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negociaciones terminarían en una “impunidad disfrazada”. Sin embargo, terminó
apoyando el proceso de desmovilización, desarme y reintegración a través de
aportes al Programa y a la Misión de Apoyo al Proceso de Paz de la OEA.


Cabe señalar la reunión que sostuvo el presidente Álvaro Uribe con el secretario
general de las Naciones Unidas Koffi Anan en la ciudad de New York, donde
argumentó que era fundamental la presencia de la ONU en el proceso de paz con las
AUC. En este sentido, la ONU decidió mantener su presencia en el país para apoyar
los diálogos de paz con los grupos irregulares, razón por la cual encargó la tarea a
James Lemoyne18, un diplomático que había actuado durante el proceso de paz del
Caguán, pero debido a varios cuestionamientos del Ejecutivo sobre él que se
presentaron en el año 2005, Lemoyne abandonó esa misión y la ONU dejó de
participar en las gestiones de paz. En este sentido, la posición de Naciones Unidas y
de sus agencias frente a la existencia de un conflicto armado en Colombia chocó
con la posición del gobierno Uribe, que hablaba de una “amenaza terrorista”.

Es importante resaltar que James Lemoyne había sido escogido por la ONU para
participar en el proceso de paz, ya que según investigaciones el diplomático había
participado como mediador en varios procesos de paz alrededor del mundo y
contaba con la experiencia suficiente para intervenir en un proceso más, que se
gestaba entre el gobierno del presidente Pastrana y la guerrilla de las Farc, sin
embargo pese a la actitud del gobierno para llegar a un acuerdo y llegar a un
momento de tensión donde se daba un plazo máximo de 48 para desalojar la zona de
despeje, en este caso el Caguán, los diálogos finalizaron. Además, se debe tener en
cuenta la actitud que hubo por parte del Secretario de la OEA Cesar Gaviria y el
Comisionado de Paz Luis Carlos Restrepo, los cuales hicieron varios señalamientos
en su contra y lo acusaron de no cumplir con los requisitos necesarios para abordar
este conflicto.

18

Representante de la ONU en cuanto a temas de paz.
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Ahora bien, en cuanto al proceso de paz entre el gobierno Uribe y las AUC, la ONU
no mostro gran interés, y a pesar de enviar al diplomático en calidad de observador,
éste no duro mucho tiempo y renunció a intervenir en el proceso, debido a que la
OEA era la principal impulsora de este acuerdo y con la cual se habían presentado
algunos roces en el acuerdo de San Vicente del Caguán.


La OEA fue el actor internacional que más comprometido estuvo con el proceso de
desmovilización de las AUC, y a través de su participación con la Mapp 19-OEA se
canalizaron importantes apoyos económicos. Sus funciones quedaron determinadas
por un convenio firmado en el 2004, donde se expidió una declaración de apoyo al
Gobierno colombiano en:

Su búsqueda de soluciones pacíficas negociadas para superar la violencia, previo cese
de hostilidades” y hacer “un llamado a la comunidad internacional para que respalde el
pronto inicio de negociaciones, los programas de desmovilización, reconciliación,
desarme y reinserción que se requieran para lograr, de manera justa y transparente, la
reincorporación a la vida civil de integrantes de todos los grupos armados ilegales
(Torres, 2015, p.101).



En contraste el gobierno venezolano tuvo una actitud abiertamente opuesta hacia la
negociación, ya que en diferentes pronunciamientos públicos el presidente Hugo
Chávez acusó al gobierno colombiano de montar una ‘farsa’ para beneficiar a los
grupos paramilitares (Torres, 2015, p.100). En este sentido, como ya es costumbre,
el presidente Chávez ha adoptado una postura izquierdista y siempre ha respaldado
los ideales de las guerrillas colombianas, motivo por el cual era lógico que no
estuviera de acuerdo en el respaldo hacia la negociación del gobierno con las AUC.

Ahora bien, hay que tener en cuenta que en el proceso de la negociación con las AUC
llevado a cabo en Santafé de Ralito, la participación de actores externos fue mínima, es
decir, no hubo encuentros de representantes internacionales con los jefes paramilitares en
ningún momento de las conversaciones, a diferencia de lo que había ocurrido con las Farc
en las negociaciones fallidas del Caguán bajo el mandato Pastrana.
19
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Ahora bien, es pertinente resaltar que, a la luz de las declaraciones de altos mandos de las
AUC y el discurso en política exterior que manejó el gobierno colombiano, las AUC
aprovecharon el momento coyuntural que vivía Colombia respecto a las desmovilizaciones,
lo cual resultaba oportuno para reforzar la visión de la política exterior de este grupo.
Además de esto, se puede apreciar cómo los símiles del discurso político de las AUC con el
gobierno de turno resultaron benéficos, en cuanto se hizo uso de la discreción para el
nombramiento de funcionarios públicos. No obstante, la injerencia de esta fue discreta y
meticulosa a la hora de hacer pronunciamientos, ya que, con la LJP, se le otorgaba otro
status de reconocimiento a las AUC, lejos de la idea de delincuentes con horizonte político.
4. CONCLUSIONES
Los resultados de la investigación permiten afirmar que, para los periodos investigados, la
política exterior de Colombia se definió bajo el concepto “Respice Pollum”, lo cual se vio
reflejado en la alineación con Estados Unidos. Tal alineación se dio debido a tres factores
principales: Primero, una visualización de Colombia en el sistema internacional como un
Estado fallido; segundo, la invitación a intervenir el país en busca de ayuda de cara al
conflicto interno, y tercero, la lucha contra el narcotráfico y el terrorismo, por lo que se dio
aval de la intervención de Estados Unidos.

Respecto a lo anterior, se presentaron eventos tanto nacionales como internacionales que
influenciaron políticas y acciones al interior del país, como fue el ataque del 11 de
Septiembre a las Torres Gemelas, lo que comenzó la lucha contra grupos terroristas. Para el
caso colombiano, los dos grupos denominados terroristas en el sistema internacional fueron
las FARC y las AUC. Paradójicamente, la lucha contra el terrorismo se enfocó en la
erradicación de las FARC; esto evidenciado en el Plan Colombia, lo cual dejó como
consecuencia la catalogación de las AUC como un mal menor, en comparación con las
FARC.

Es pertinente rescatar el hecho que en los dos periodos en cuestión, la legislatura de la
época fue tímida, apenas formales en el momento de la formulación y orientación de la

87

política exterior. Dentro de la agenda de la Comisión Segunda no se encontraron temas
relevantes respecto a cooperación internacional, protección de Derechos Humanos y ayuda
internacional para efectos de hacer frente al Conflicto Armado, tanto con las FARC como
con los paramilitares.

En concordancia con lo anterior, no se registró conexión alguna del interés nacional con los
temas respectivos a la legislatura en política exterior. La labor ejercida por el gobierno
(reflejada en el Ministerio de Relaciones Exteriores y la figura internacional de los
presidentes) respecto al manejo de la diplomacia y política exterior, demostró afinidad con
la lucha contra el terrorismo y el narcotráfico, lo cual no se vio plasmada en el órgano
legislativo.

Respecto a los paramilitares y su relación con la política exterior colombiana, cabe resaltar
que estos tuvieron un impacto no explícito, sino emergente en la política exterior. Esto
quiere decir que sus decisiones parecieron ser subvaloradas y apenas se percibía un
discurso discreto, a pesar que la Ley de Justicia y Paz demostrara preocupación por el
fenómeno paramilitar. No obstante, hoy en día, los paramilitares o residuos de ellas no
parecen tener un espacio importante dentro de la agenda nacional e internacional, lo cual se
ve reflejado en el proceso de paz del gobierno Santos con las FARC.

No obstante, el manejo del Gobierno colombiano, tanto en la política interna como de la
política exterior, dejó un legado de indiferencia y desidia al entorno político para la
ciudadanía frente a los grupos armados. Esto se evidencia en la concentración de los
esfuerzos de Gobierno por luchar contra las FARC, dejando de lado grupos armados
potencialmente peligrosos, como lo fueron las AUC y el ELN (un enfoque unidimensional
del conflicto).
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